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A Julio y a Jaime, por supuesto





Introducción. Marco legal mínimo. El accidente de circulación y el panorama procesal y procedimental actual: posibles ámbitos jurisdiccionales. La incidencia de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero 



1.  Introducción

La circulación rodada es un hecho cotidiano y casi rutinario de nuestras vidas. El vehículo automóvil constituye una herramienta imprescindible para el desarrollo de nuestro quehacer diario: trabajo, ocio, transporte de escolares, transporte público, comercio, mercancías, etc.

Ello implica la movilidad o desplazamiento de sujetos de un lugar a otro, en un constante devenir, donde, a su vez, en relación a cada vehículo pueden concurrir diversas personas físicas y jurídicas (p.e., titular, conductor, tomador del seguro, asegurado, aseguradora, etc.), lo que hace que confluyan posibles responsables ante las consecuencias derivadas de un accidente de circulación. Este es, pues, el primer problema que se le plantea al perjudicado por un hecho de la circulación: ¿A quién he de reclamarle? ¿Cómo he de reclamarle? ¿De cuánto tiempo dispongo para plantear esa reclamación? ¿Qué puedo reclamarle?

Trasladar esos interrogantes al ámbito jurídico, supone tener presente que el ordenamiento jurídico no está integrado por compartimentos estancos y sí lo está por diferentes ramas o sectores relacionados entre sí. De ahí que el jurista, cuando aborda un problema como el derivado de los accidentes de circulación, haya de tener una mente amplia para poder determinar a priori qué o cuáles son los cauces más apropiados para la defensa o decisión del asunto.

Sin embargo, en la praxis asistimos con demasiada frecuencia a una reducción de las hipótesis enjuiciables a la jurisdicción penal y en el ámbito del artículo 621.3 del Código Penal, lo que contribuye, con mucho, a un empobrecimiento jurídico de los hechos litigiosos.

Por otro lado, también es habitual la contraposición civil-penal, que aún siendo cierta, hay que admitirla con reservas y no de forma absoluta, debiendo ceder en algunos casos en favor de otras vías o cauces. Es el caso, por ejemplo, de los supuestos incardinables en el ámbito de la responsabilidad patrimonial de la Administración, o incluso la jurisdicción laboral habida cuenta la compatibilidad de acciones y los pronunciamientos que permiten el conocimiento de la acción ex artículo 1902 Código Civil en vía social cuando se trata además de un accidente de trabajo.

Lo que venimos exponiendo pone de relieve la necesidad de conocer, por lo menos, la cobertura legal mínima existente en la materia, así como no olvidar que siempre nos movemos en torno al accidente o hecho de la circulación y a los vehículos de motor.

En el epígrafe siguiente tratamos de fijar el marco legal mínimo aplicable a esta materia, si bien este marco parece complicarse con la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, y, a su vez, guarda relación con los distintos cambios legislativos experimentados (especialmente desde 1986) tanto de textos procesales como sustantivos y que, a su vez, se proyectan sobre un concreto ámbito objetivo de enjuiciamiento.

De ahí que, además, de ese marco legal mínimo, hayamos de analizar la naturaleza jurídica de los procesos civiles del automóvil y su ámbito objetivo, cuestiones estas interrelacionadas entre sí.

2.  Marco legal mínimo. Accidente de circulación o hecho de circulación. Panorama procesal y procedimental: posibles ámbitos jurisdiccionales para una reclamación

2.1.  Marco legal mínimo

El marco legal mínimo para la reclamación judicial de las consecuencias perjudiciales de un accidente de circulación lo constituyen las siguientes normas:


	
- Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial. 

	
- Reglamento General de Circulación. 

	
- Artículos 1902 y siguientes del Código Civil. 

	
-Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, incluidas las disposiciones en materia de juicio ejecutivo del automóvil, y sin perjuicio, a su vez, de concordar su aplicación por las modificaciones introducidas tras la entrada en vigor de la LEC 1/2000. 

	
-Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, sobre Reglamento sobre la Responsabilidad Civil y Seguro en Circulación de Vehículos a Motor (BOE 13 de enero), en vigor desde el 13 de febrero. 

	
- Artículos 621.3, 147, 379 y siguientes y 73 y siguientes del Código Penal. 

	
- Artículos 757 y siguientes (procedimiento abreviado), artículos 795 y siguientes (los llamados juicios rápidos) y artículos 962 y siguientes (juicio de faltas) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (en lo sucesivo LECrim.). 

	
- Artículos 68 y siguientes y artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

	
- Real Decreto 429/1993, que aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. 

	
- Artículos 43 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (en lo sucesivo LJCA), cuya última modificación se produce por Ley Orgánica 19/2003, incidiendo, básicamente y a los efectos que nos ocupan, en materia de responsabilidad patrimonial, órganos competentes y procedimiento a seguir. 

	
-Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en especial su artículo 76, donde se contiene la llamada acción directa contra la aseguradora, y el artículo 20 en cuanto a la mora. 

	
-Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. 

	
-Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros. 

	
- Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil, de 7 de enero, tanto en lo que se refiere al Libro I (por contener las disposiciones comunes a todo tipo de juicio civil), como al Libro II (por contener tanto las disposiciones comunes a los juicios declarativos, como las correspondientes al juicio verbal, artículos 437 y siguientes, y los del juicio ordinario a los que se remiten, y a los recursos e impugnación de sentencias), y al Libro III sobre ejecución y medidas cautelares por referencia al juicio ejecutivo del automóvil. 



Pero este marco legal, como hemos indicado, es mínimo, es decir, existen otras diversas normas aplicables y, por otro lado, es preciso integrar los textos legales que citamos. Por ejemplo, no podemos olvidar que la LEC 1/2000 contiene normas de general aplicación y común aplicación a todos los procesos civiles, sin perjuicio de la aplicación de otras especiales (por ejemplo, el artículo 1 de la Ley de Responsabilidad Civil en el Uso y Circulación de Vehículos a Motor (o LRC) que diferencia y fija reglas especiales sobre carga de la prueba en atención a que se trate de lesiones o de daños materiales; que a la LECrim. se remite la LEC 1/2000 en materia de ejecución de sentencia sobre responsabilidad civil (artículo 989 LECrim.), o incluso que también son de aplicación otros preceptos de la LECrim. (p.e., los reguladores del sobreseimiento, o los de la prueba, dada la parca e insuficiente regulación tanto del procedimiento abreviado como del juicio de faltas).

Además, con la nueva ordenación procesal de la LEC 1/2000 habrá que tener en cuenta que tanto por aplicación de su artículo 4, como por la remisión al texto de la ley procesal civil que hacen otros textos, como por ejemplo la Ley de Enjuiciamiento Criminal, serán también aplicables sus previsiones incluso en sede de juicio de faltas o de procedimiento abreviado y, por tanto, también en materias tales como la ejecución provisional o la definitiva.

Mención también a la legislación autonómica en diversas materias, tanto, por ejemplo, por lo que se refiere a especialidades del procedimiento administrativo, como por las competencias transferidas, que muy especialmente van a afectar en materias como la responsabilidad patrimonial.

Todo lo que venimos exponiendo se ha de vincular o relacionar con el omnipresente concepto de hecho de la circulación. El mismo ha sido objeto de análisis sobre todo por la jurisprudencia de nuestras Audiencias Provinciales en los llamados juicios verbales del automóvil que se desarrollaron bajo la vigencia de la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989. El estudio se centró en la expresión «daños y perjuicios causados con motivo de la circulación de vehículos de motor» que se contenía en dicha disposición adicional.

En este sentido y, entre otras, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Burgos, Sección 2.ª, de fecha 11 de abril de 1996, nos limita este concepto cuando nos dice que:

«... preciso se hace acudir a lo dispuesto en la Ley Sobre Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial y al Reglamento General de Circulación; tanto aquélla en su artículo 2 como ésta en su artículo 1.c disponen al tratar de su ámbito de aplicación, que "no serán aplicables los preceptos de ambas disposiciones a los caminos, terrenos, garajes, cocheras, u otros locales de similar naturaleza, construidos dentro de fincas privadas, sustraídas al uso público, y destinadas al uso exclusivo de los propietarios y sus dependientes..."» (1) .


El hecho de la circulación aparece ahora definido como los «derivados del riesgo creado por la conducción de vehículos a motor» por el artículo 3 del Reglamento (RD 7/2001).

Ahora bien, el hecho de la circulación reviste caracteres o notas específicas según el ámbito sustantivo en el que nos situemos, diferenciado nosotros entre el ámbito penal, el civil y el contencioso-administrativo.

En el ámbito penal y de la consiguiente responsabilidad civil ex delicto, donde impera la interpretación de las conductas típicas, antijurídicas, culpables y punibles (delitos o faltas), y los consiguientes principios del proceso penal, ya sea el procedimiento abreviado o el juicio de faltas, o incluso en los llamados juicios rápidos. A ello habrá que añadir los nuevos procesos que se siguen ante los Juzgados de Menores por la legislación penal del menor.

En el ámbito civil o de la responsabilidad civil extracontractual, con los criterios consagrados en el artículo 1902 y siguientes del Código Civil que se enjuician por los cauces del juicio verbal o del juicio ordinario; y los criterios de la responsabilidad cuasi objetiva u objetiva determinante del dictado del llamado auto de cuantía máxima o auto de cantidad que abre el llamado juicio ejecutivo del automóvil  (2) , procedimiento este que ha sido confirmado por el artículo 517.2, 8.º de la LEC 1/2000.

Y por su parte, los criterios de la llamada responsabilidad patrimonial de la Administración, enjuiciables en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Cualquiera que sea el supuesto en que nos encontremos (conducta delictiva, responsabilidad civil extracontractual o responsabilidad patrimonial), es innegable que todos ellos tienden al resarcimiento de los daños y perjuicios que se hayan podido causar en relación, en su caso, a un hecho de la circulación.

En este sentido, cuando se trata de cantidad líquida y fácilmente determinable no existe gran problema, pues tan sólo habrá, en su caso, que conseguir su ratificación a presencia judicial por el expedidor la factura o correspondiente justificante, como ocurre por ejemplo con los daños materiales.

Otra cuestión diferente sucede con los llamados daños personales, es decir, con el fallecimiento o las lesiones y la repercusión que éstas tienen sobre la vida de la persona que las sufre.

Al respecto el Anexo de la Ley sobre Responsabilidad Civil (RDLeg. 8/2004) contempla un sistema para valoración del daño corporal basado en la fijación de los criterios para la determinación de la responsabilidad y de la indemnización, lo que se traduce en la aplicación de diferentes tablas según el supuesto de que se trate (incapacidad temporal, secuelas concurrentes, con aplicación de la fórmula que contempla en el caso de concurrencia de varias, incapacidades permanentes y factores correctores, etc.). El quid de la cuestión en esta materia ha venido siendo el de conciliar la idea de resarcimiento íntegro del daño o perjuicio con el de la existencia de un Baremo de aplicación preceptiva o imperativa y no meramente orientativo que no rige en otros ámbitos de la responsabilidad civil o incluso patrimonial, lo que ha dado lugar incluso a interesantes pronunciamientos de nuestro Tribunal Constitucional sobre la materia.

Ciertamente, la cuestión es discutible y discutida  (3) , si bien también es una realidad que, incluso en los casos en que no es preceptiva la aplicación de un sistema tabular, como sucede en la jurisdicción contencioso-administrativa [responsabilidad patrimonial de la Administración  (4) ], o en casos donde es discutible (como en el enjuiciamiento de delitos dolosos por lesiones no causadas en accidente viario), nuestros órganos jurisdiccionales aplican o siguen las previsiones del «Baremo» con carácter orientativo.

Por último, en relación a los hechos de la circulación enjuiciables en vías civil y penal y, por tanto, amparados por seguro de responsabilidad civil en el uso de autos, otra cuestión importante es la relativa a la consignación y a la mora: es preciso que la aseguradora consigne antes de los tres meses desde la fecha de ocurrencia del siniestro para que no haya de abonar los intereses legales incrementados en un cincuenta por ciento o, caso de haber transcurrido dos años, los del veinte por ciento, de aplicación automática en cualquier caso y sin necesidad de petición de parte  (5) .

Pasamos, pues, a continuación a examinar, someramente, cada uno de los órdenes jurisdiccionales precitados con sus correspondientes ámbitos objetivos, a fin de deslindar los posibles campos de actuación.

2.2.  Panorama procesal y procedimental: Posibles ámbitos jurisdiccionales. La jurisdicción criminal: Delitos y faltas relativos al tráfico viario. Procedimiento abreviado, enjuiciamiento rápido y juicio de faltas

En estos casos el accidente de circulación podríamos decir que viene cualificado en atención del resultado lesivo que se produce o de las circunstancias que intervienen en la comisión del hecho delictivo. Concretamente encontramos los siguientes tipos penales:


	
a. El delito de lesiones imprudente previsto y penado en el artículo 152 del Código Penal, por referencia a las lesiones descritas en los artículos 147 a 150 de dicho texto legal  (6) . 

	
b. La falta de lesiones imprudentes prevista en el artículo 621.3 en relación con los números 4 y 6 del mismo precepto. 

	
c. Los delitos contra la seguridad del tráfico previstos y penados en los artículos 379 y siguientes del Código Penal (conducción bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o bebidas alcohólicas  (7)  -artículo 379-; conducción de vehículo de motor o ciclomotor con temeridad manifiesta -artículo 381-; conducción alterando la seguridad del tráfico o no restableciéndola -artículo 382-; conducción homicida o suicida con o sin riesgo concreto para la vida de los demás -artículo 384-). 

	
d. Delito de daños imprudentemente causados (artículo 267 del Código Penal). 



Si tenemos en cuenta el tenor de los tipos y preceptos precitados, podemos establecer las siguientes seis reglas o notas de carácter esencial:


	
1. La imprudencia punible, en general, se considera como la voluntaria omisión del deber de cuidado que venía impuesto al agente y que éste venía obligado a cumplir; si este comportamiento da lugar a determinados detrimentos físicos o materiales consecuencia lógica e inmediata del actuar desatento aludido existe una imprudencia, que descansa fundamentalmente en la previsibilidad del resultado dañoso y en la evitabilidad de éste si hubiese atendido a la función que venía desarrollando el sujeto activo del delito o la falta. En su razón, el concepto de imprudencia parte de la afirmación clara, que en todo caso en una imprudencia se da un acto voluntario, como acto de un hombre, y malicioso, destacando la punibilidad de la culpa, en la falta de diligencia, en la imprevisión, en la despreocupación relacionada con las acciones u omisiones atribuidas a una persona. Así, nuestra jurisprudencia ha venido entendiendo que son requisitos integradores de la imprudencia penal los siguientes: 


	
a. La acción u omisión consecuencia de la inobservancia de normas, disposiciones o reglas de cautela, o prudencia requeridas por las circunstancias concurrentes en el evento, tiempo o lugar determinado, tendentes a prever y, en su consecuencia, a evitar unos daños y perjuicios en el patrimonio jurídico ajeno. 

	
b. Hecho perjudicial y concreto en lo ajeno. 

	
c. La negligencia del sujeto activo, puede presentarse en su doble faceta de intelectiva de falta de previsión o no saber, u objetiva o de falta de cuidado, o deber evitar. 

	
d. Imputación directa de la actuación y omisión culposa al sujeto activo, ya por relación causal directa o por existencia de nexo causal indubitado entre la acción y omisión enjuiciada y el daño concreto ocasionado. 





	
2. Para que una lesión causada por vehículo de motor o en hecho de la circulación sea constitutiva de delito o de falta, es preciso que el lesionado haya recibido tratamiento médico  (8)  y no una mera primera asistencia facultativa. 

	
3. En los casos de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas y otras sustancias y conductas mencionadas en los artículos 379, 381 y 382 del Código Penal, estamos en presencia de delitos de riesgo que, siempre que estén sancionados con pena de mayor gravedad  (9) , determina la aplicación del tipo que constituya delito de riesgo aunque el resultado producido en el accidente circulatorio sea de lesiones o de daños materiales que pudiera ser sancionado por otro tipo penal. Sin dejar de reconocer que es un delito de riesgo abstracto, es preciso la existencia de un plus para que la infracción sea penal, plus que, según nuestro Tribunal Constitucional (por todas las SS TC 111/1999 de 14.6.1999 y 188/2002 de 14.10.2002), identifica con la necesidad de comprobación de la influencia del alcohol (por ejemplo) en la conducción, lo que, sin lugar a dudas, se pone especialmente de manifiesto en los casos de infracción viaria. 



	
4. El delito de daños causados imprudentemente sólo es punible cuando aquellos excedan de ochenta mil euros. Si no excede de esa cuantía los daños habrán de ser reclamados en la correspondiente vía civil. 

	
5. Tanto la falta de lesiones como el delito imprudente de daños son de carácter privado: sólo son perseguibles a instancia o previa denuncia de la persona agraviada o de su representante legal  (10) , extinguiéndose tanto la acción penal como la pena por perdón del ofendido  (11) . La denuncia podrá ser interpuesta en el plazo de seis meses en el caso de la falta y en el correspondiente delito siempre que el mismo no haya prescrito  (12) . En los demás tipos (delitos de lesiones y delitos contra la seguridad del tráfico) el proceso penal puede iniciarse de oficio, por ejemplo merced a la remisión al Juzgado de un parte facultativo o de un atestado con el valor entonces de mera denuncia  (13) , siempre y cuando que el delito no haya prescrito. 



	
6. Tanto en el caso del delito de lesiones como el de daños y los delitos contra la seguridad en el tráfico el procedimiento a seguir es el llamado procedimiento abreviado, donde está separadas las fases de instrucción y la llamada fase intermedia (competencia del Juez de Instrucción) y enjuiciamiento y fallo (competencia de los Juzgados de Lo Penal), en garantía de los derechos consagrados constitucionalmente por el artículo 24 de la Constitución Española; y sin perjuicio de que puedan ser enjuiciados a través de los llamados juicios rápidos (artículo 795 y ss de la LECrim.). La falta de lesiones se enjuicia por los trámites establecidos para el llamado juicio verbal de faltas. 



Vistas estas notas esenciales, somos conscientes de la dificultad de concentrar en estas breves páginas introductorias todo lo que podríamos analizar acerca tanto del llamado procedimiento abreviado (artículos 757 y siguientes de la LECrim.), como del juicio de faltas (artículos 962 y siguientes de la LECrim.) y el llamado juicio rápido, procesos estos los más habituales en la praxis en el enjuiciamiento penal de los hechos viarios. De ahí que, teniendo en cuenta el verdadero objeto de este trabajo, nos vayamos a centrar en comentar tan sólo algunas cuestiones.

En cuanto al procedimiento abreviado, podemos destacar los siguientes aspectos:


	
1. La competencia territorial se atribuye al Juez de Instrucción del partido donde ocurre el accidente de circulación tanto para la fase previa como la intermedia y al correspondiente Juzgado de lo Penal para la fase de plenario o de juicio oral (artículo 14.3 LECrim.). 

	
2. El fin de la fase previa o diligencias previas (artículos 774 y 779 LECrim.) es que el juez de instrucción, y sin perjuicio de la eventual intervención de las partes, lleve a cabo las diligencias que estime precisas para formular acusación. Aunque, legalmente, la intervención de las partes o, más bien, de sus Letrados, es limitada (p.e., el detenido y el imputado pueden renunciar a la asistencia letrada, no es preceptiva la intervención de Procurador hasta el trámite de calificación según el artículos 784.1 LECrim., y en principio es suficiente informar a los perjudicados de sus derechos conforme a los artículos 109 y 110 de la LECrim.), desde el punto de vista del buen fin de una acusación o de una defensa, es de desear una personación en autos y una verdadera actividad procesal que pueda predeterminar la verdadera prueba para la fase de plenario o de juicio oral, sobre todo en aquellos casos en que la prueba no puede ser reproducida en el acto de juicio (p.e., algún tipo de pericia o declaración de testigo que puede fallecer). 

En cuanto a las entidades aseguradoras y en relación al seguro obligatorio se permite su intervención en defensa de su obligación de afianzamiento (artículo 764.3.ª y 784.1 LECrim.), si bien, y como quiera que el ejercicio de la acción civil ex delicto simultáneamente con la penal se debe a razones de economía procesal (artículos 108 y siguientes y concordantes de la LECrim.), y tal acción civil debe seguir y deben observarse sus normas civiles (pues para nada pierde su propia naturaleza) y, entre ellas, su condición de parte pasiva consecuencia del ejercicio de la acción directa (artículo 76 de la Ley de Contrato de Seguro), entendemos que la lógica consecuencia debiera ser la de su admisión plena como parte en el proceso penal en defensa de la acción civil. De hecho, el artículo 784 LECrim., ciertamente que se limita a mencionar a los terceros responsables, respecto de los cuales se contempla un plazo de días para presentar escrito de defensa. 



	
3.La fase intermedia, cuyo fin es determinar la existencia o no de los requisitos o presupuestos necesarios para la apertura del juicio oral, es decir, revisar la actividad instructora o completarla, es competencia también del juez de instrucción, el que ha de dictar un auto por el se da traslado al Ministerio Fiscal y, en su caso, a las partes personadas para que en el plazo de diez días (artículos 779 y 780 LECrim.) soliciten: 
	
a. La apertura de juicio oral formulando escrito de acusación. 

	
b. El sobreseimiento. 

	
c. Excepcionalmente la práctica de diligencias complementarias. 



El auto de preparación de juicio oral permite deslindar las funciones de instrucción y de enjuiciamiento, lo que explica, a su vez entre otros, los siguientes extremos: 


	
a. De conformidad con la jurisprudencia constitucional  (14) , la resolución ha de ser necesariamente motivada, es decir, fundamentada en hechos y en derecho, y además ha de notificarse al Ministerio Fiscal, a los acusadores y a los imputados aunque no estén personados. Esto significa que sería nulo por contrario a la Constitución el auto que carezca de justificación de la continuación del procedimiento por los trámites previstos en el artículo 780 y siguientes, así como el auto que no se notifica al imputado o que se dicta cuando un sujeto todavía ni ha declarado en su calidad de imputado. 



	
b. La notificación al imputado le permite hacer uso de los recursos de reforma (potestativo) y apelación incluso de forma subsidiaria (artículo 766 LECrim.), recursos que nosotros entendemos como integrantes del derecho de acción penal, permitiéndose así la tutela de las garantías y derecho consagrados constitucionalmente del imputado, sin perjuicio de los recursos procedentes contra la sentencia, incluido el llamado incidente excepcional de nulidad de actuaciones (artículo 240.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), e incluso el recurso de amparo constitucional. La solicitud de apertura de juicio oral la llevan a cabo el Ministerio Fiscal y demás partes acusadoras mediante la formulación de escrito de acusación (artículos 780 y 781 LECrim.), en cuyo caso el juez la decreta salvo que, de oficio, acuerde el sobreseimiento, confiriendo traslado a los imputados para que formulen escrito de defensa. 

Después el juez de instrucción acordará remitir todo lo actuado al Juzgado de lo Penal. 







	
4.Fase de juicio oral (artículos 785 y siguientes de la LECrim.). En relación a esta fase destacamos que es a la acusación a la que compete aportar pruebas de cargo mínimas y suficientes para desvirtuar la presunción de inocencia consagrada constitucionalmente, actuación ésta que ha de tener lugar en la fase de plenario bajo los principios de inmediación, contradicción y publicidad, sin perjuicio de la eficacia diligencias practicadas en la fase de instrucción y que sean de imposible reproducción (p.e., la autopsia, el informe pericial de reconstrucción de hechos previamente aportado como documento para su ratificación ulterior). En la materia que nos ocupa gozan de especial importancia las pruebas periciales tanto médicas, como de detectives o incluso de ingenieros para reconstrucción de hechos. 



	
5. En cuanto a las costas, su imposición debe ser exigida en los correspondientes escritos de acusación y de defensa  (15) . La sentencia es apelable en el plazo de diez días para ante la Audiencia Provincial, según los trámites previstos en los artículos 790 y ss. 

En cuanto al llamado juicio rápido (procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos: artículos 795 y siguientes de la LECrim.) se aplica a la instrucción y enjuiciamiento de delitos castigados con pena privativa de libertad que no exceda de cinco años, o con cualesquiera otra penas, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cuya duración no exceda de diez años, cualquiera que sea su cuantía, siempre que: 


	
a. El proceso penal se incoe por atestado policial con detención y puesta a disposición de una persona ante el Juzgado de guardia, o que aun no estando detenida la cite de comparecencia la policía por tener carácter de denunciada en el atestado. 

	
b. Se trate de delito flagrante, definiendo la propia ley tal concepto (artículo 795.1.1.ª). 

	
c. Se trate de uno de los delitos que la ley prevé expresamente (artículo 795.1.2.ª), entre los que destacan los delitos de hurto y robo de uso de vehículos (artículo 244 Código Penal) y delitos contra la seguridad del tráfico (artículos 379 y siguientes del Código Penal). 

	
d. Se presuma que la instrucción será sencilla. 







La regulación introducida por Ley 38/2002, de 24 de octubre, contempla la posibilidad de un procedimiento más sencillo que el abreviado y que le ha hecho merecedor de su denominación forense de «juicio rápido».

De hecho, en la praxis su tramitación íntegra viene a ser coincidente con el periodo de guardia del juzgado de instrucción.

Siguiendo la propia sistemática legal, podemos distinguir las siguientes fases:


	
1. Diligencias urgentes a practicar por la policía en el periodo máximo de la detención: Atestado (artículo 796) y, entre ellas, recabar los informes médicos del perjudicado, informar al denunciado de la comparecencia ante el Juzgado de Guardia asistido de Letrado para que lo designe o recabarlo del Colegio de Abogados si no lo designa; citar a denunciante, denunciado y testigos para ante el juzgado de instrucción de guardia; remisión al Instituto correspondiente de las muestras o sustancias aprehendidas o análisis de ellas. 

	
2. Diligencias Urgentes a practicar por el Juzgado de Guardia: El Juez de guardia procederá a recabar los antecedentes penales, a solicitar informe médico forense o pericial de tasación que corresponda, a recibir declaración a imputado y testigos, pudiendo acordar los careos o diligencias que estime pertinentes, y a continuación oye al Ministerio Fiscal y partes personadas sobre cual de las resoluciones procede adoptar y, concretamente: 


	
a. Dictará auto acordando continuar la tramitación según lo previsto para las diligencias previas del procedimiento abreviado, de resultar insuficientes las diligencias practicadas, motivando la decisión y la de las diligencias a practicar para terminar la instrucción. 

	
b. Dictará auto acordando la continuación por los trámites del juicio rápido, de ser suficientes las diligencias practicadas, oyendo a las partes sobre la apertura de juicio oral (o sobreseimiento) y, en su caso, por medio de auto, acuerda la apertura de juicio oral pudiendo conceder un plazo de dos días a las acusaciones, o de cinco a la defensa, para la presentación de los escritos de acusación y defensa, y señalando para la celebración de juicio dentro del plazo máximo de los quince días siguientes. El juicio se celebra según lo previsto en para el procedimiento abreviado, siendo su sentencia recurrible en el plazo de cinco días para ante el Juzgado de lo Penal, y conforme a los trámites previstos para la apelación de sentencias dictadas en procedimiento abreviado. 









Por lo que se refiere al juicio de faltas, su regulación procesal (artículos 962 y siguientes), ciertamente parca, se ha ido integrando por multiplicidad de pronunciamientos judiciales, especialmente de nuestro Tribunal Constitucional. Destacamos, entre otros, los siguientes extremos:


	
1. La competencia se atribuye al Juez de Instrucción del lugar de ocurrencia del accidente, quien desarrollará su actuación una vez el perjudicado formule la correspondiente denuncia. En la praxis, los órganos judiciales, cuando reciben un atestado o un parte facultativo consecuencia de un accidente de circulación, suelen notificar a las partes implicadas un Auto sobre la existencia de Diligencias Previas incoadas por tal motivo y su sobreseimiento provisional en tanto no conste la denuncia del perjudicado dentro de los seis meses siguientes a tal notificación (aunque en puridad debiera ser en los seis meses siguientes a la ocurrencia de los hechos). De esta forma se garantiza la tutela judicial efectiva doblemente: por la mera notificación y por el cómputo del plazo de los seis meses desde la notificación y no desde la ocurrencia del hecho, pero si bien esto último permite el mayor y más fácil acceso a la justicia (principio pro actione), no obstante es contrario a ley. 



	
2. El denunciado ha de ser informado de los hechos por los cuales se le cita a juicio, mediante entrega de copia de la denuncia que se haya deducido en su contra merced a la aplicación, entre otros, del principio acusatorio y de la observancia de los derechos consagrados en los artículos 24 y 14 de la Constitución, con los límites de la reformatio in peius para la segunda instancia tanto en lo relativo a los criterios sancionadores como a los indemnizatorios  (16) . 

	
3. Dado que la labor del Juez de Instrucción no ha de ser verdaderamente de investigación o instrucción, a veces puede producirse cierta contravención con los derechos de defensa de las partes que no ven más recurso que acudir al órgano judicial para conseguir de otros órganos o personas públicas o privadas la aportación de datos o de documentos, lo cual no siempre es entendido y debiera ser admitido con fundamento en el artículo 24 de la Constitución Española. 

	
4. No es preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador, lo cual tiene relevancia en materia de costas dado que la intervención de aquéllos no integra el pronunciamiento sobre costas. 

	
5. Tal y como dijimos en sede de procedimiento abreviado, las pruebas periciales adquieren aquí una gran relevancia. 



La sentencia que se dicta es recurrible en el plazo de cinco días para ante la Audiencia Provincial, según los trámites previstos para la apelación de las dictadas en procedimientos abreviados.

2.3.  Panorama procesal y procedimental: Posibles ámbitos jurisdiccionales. La jurisdicción contencioso-administrativa: Responsabilidad patrimonial de la Administración

No se trata en estos casos de hechos de circulación amparados en póliza de responsabilidad civil de automóviles, y sí de hechos amparados en póliza de responsabilidad patrimonial de la Administración, lo que no excluye necesariamente un hecho relativo al tráfico viario.

Pensemos por ejemplo el supuesto de vehículo que se sale de la calzada debido al mal estado de la misma o a la existencia de obras no señalizadas, supuesto este último más que frecuente debido a las numerosas obras que, por ejemplo, los Ayuntamientos acometen en las vías urbanas.

En un intento de sistematizar al máximo, podríamos decir que, con apoyo en la doctrina, en la jurisprudencia  (17)  y en la vigente legislación  (18) , para que surja la responsabilidad patrimonial de la Administración es precisa la concurrencia de los siguientes elementos o requisitos:


	
- Lesión patrimonial, entendida como daño ilegítimo y, por tanto, antijurídico, de forma que la víctima no tenga el deber de soportarlo. 

	
- Vínculo o relación de causalidad, entre la lesión y el agente que la produce, esto es, entre el acto dañoso y la Administración que es autora del mismo, por acción o por omisión. 

	
- Efectiva realidad de la lesión, actual en su momento, nunca potencial o futura. 

	
- Daño material o patrimonial individualizado y económicamente evaluable. 

	
- Que dicho daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, bastando que se trate de una actividad pública. 

	
- Que no haya caducado el derecho a reclamar por el transcurso del tiempo fijado en la ley, que conforme al artículo 142.5 de la Ley 30/1992 es el de un año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo; en caso de daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas. 



Entre otras, podemos citar las siguientes sentencias de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que mencionan los requisitos expuestos: 13 de febrero de 1990, 14 de diciembre de 1990, 10 de febrero de 1998, 15 de julio de 1999, 20 de julio de 1999.

Y en cuanto al concepto de servicio público, no sólo se identifica con el de servicio público en sentido estricto técnico, sino más bien con el de cualquier actividad pública. Así, la Sentencia del Tribunal Supremo Sala 3.ª de 5 de noviembre de 1997 lo identifica «con toda actuación, gestión, actividad o tareas propias de la función administrativa que se ejerce, incluso con la omisión o pasividad, con el resultado, lesivo cuando la administración tiene el concreto deber de obrar y de comportarse de un determinado modo».

No es preciso que exista culpa para que se exija responsabilidad. Se trata de una responsabilidad objetiva o por el resultado, basada en una idea de socialización del riesgo, de forma que la administración tendrá que indemnizar si el daño que se produce es antijurídico, y lo será salvo que medie causa de justificación fundada fáctica y jurídicamente.

La imputación del daño a la Administración debe presentar con su actividad (pasividad) un nexo o relación causal directa, inmediata y exclusiva de causa a efecto (Sentencia del Tribunal Supremo 25 de mayo de 1995, 20 de junio de 1995). Pero existe una tendencia jurisprudencial, que las propias Salas de lo Contencioso califican de más razonable, que no exige la exclusividad del nexo causal (Sentencias del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 1980, 30 de marzo 1982, 12 de mayo de 1982, y 11 de octubre 1984, entre otras), y que por lo tanto no excluye la responsabilidad patrimonial de la Administración cuando interviene en la producción del daño, además de ella misma, la propia víctima (Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de enero de 1984, 7 de julio de 1984, 11 de octubre de 1984, 18 de diciembre de 1985, 28 de enero de 1986), o de un tercero (Sentencia del Tribunal Supremo 23 de marzo de 1979), salvo que la conducta de uno y otro sean de tan intensas que el daño no se hubiera producido sin ellas (Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de julio de 1980, 16 de mayo de 1984); supuestos en los que procede hacer un reparto proporcional del importe de la indemnización entre los agentes que participaron en la producción del daño, bien moderando ese importe (Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de enero de 1984 y 11 de octubre de 1984), o acogiendo la teoría e la compensación de culpas para efectuar un reparto equitativo del montante de aquella (Sentencias del Tribunal Supremo de 17 de marzo de 1982, 12 de mayo de 1982, 7 de julio de 1984, 25 de enero de 1987, 26 de abril de 1997, 22 de julio de 1998 entre otras).

En suma, que para que exista ruptura del nexo causal con la consiguiente exoneración de la obligación de indemnizar, o aminoración de la misma, ha de concurrir fuerza mayor, o culpa exclusiva de la víctima o conducta de un tercero.

Respecto de la relación de causalidad, se han desarrollado diversas teorías con mayor o menor acogida en la jurisprudencia. Podemos citar la teoría de la equivalencia de las condiciones, y la teoría de la causalidad adecuada. Conforme a la primera, debe existir un enlace preciso y directo entre el actuar administrativo y los daños originados (Sentencias del Tribunal Supremo de 23 de octubre de 1986, 11 de febrero de 1987, 11 de junio de 1993).

Para la teoría de la causalidad adecuada (conditio sine qua non), el efecto lesivo suele ser consecuencia de una complejidad de hechos y condiciones, por lo que es preciso fijar el hecho o condición relevante por sí mismo para determinar el resultado lesivo. Debe observarse una verosimilitud del nexo: el daño era de esperar en el curso normal de los acontecimientos, pero la condición determinante del daño ha de ser causa adecuada, eficiente, próxima y verdadera (Sentencias del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 1998, 28 de noviembre de 1998, 11 de mayo de 1999).

Sin perjuicio de estas teorías, es cierto también que la jurisprudencia más moderna sustituye el concepto clásico de relación de causalidad por el de imputación del daño, y exime incluso de responsabilidad en atención que los hechos obedezcan a una prestación del servicio en condiciones normales o medias (teoría del estándar medio en la prestación del servicio).

Ahora bien, es en el ámbito de la responsabilidad sanitaria en el que la responsabilidad patrimonial de la Administración adquiere matices específicos. La imputación del resultado es aquí esencial: La obligación de indemnizar de la Administración surgirá ante un resultado desproporcionado al previsible.

La obligación del profesional de la medicina (también del dependiente de la Administración) es de medios, y no de resultados (salvo por ejemplo en cirugía estética y reparadora), por lo que es esencial que la imputación del daño sea real y evidente para exigirle responsabilidad a la Administración (y no al profesional concreto). Pero para ello, previamente, se ha de analizar si ya por vía de infracción de la lex artis en su acepción más tradicional y primaria de medios y diligencia en el desarrollo de la actividad del concreto profesional de la medicina o de falta de consentimiento informado, el resultado o lesión o perjuicio resulta desproporcionado, vinculado con la actividad administrativa sanitaria y, en suma, exigible a la Administración.

En estos casos la lex artis se descompone en las tres obligaciones concretas que sistematizamos:


	
a. Utilizar los medios y remedios conocidos para la ciencia médica, al tiempo y lugar de prestar la asistencia y tratamiento al enfermo. 

	
b. Informar al paciente o a sus familiares del diagnóstico; tratamiento, medios o su insuficiencia actual; riesgos o posibles efectos secundarios tanto por la situación personal o profesional del paciente, como de los que, en general, sean probables en condiciones normales, según la experiencia y estado de evolución de la ciencia medica; así como informar de otras posibles técnicas o tratamientos alternativos. 

	
c. Continuar el tratamiento hasta el alta con expresión de los riesgos de su abandono voluntario.



Ahora bien, cualquier que sea el ámbito de la responsabilidad patrimonial en el que nos situemos, para la exigencia de la efectiva responsabilidad a la Administración, habremos de tener en cuenta además los siguientes extremos:


	
1. No tratándose de hechos amparados en póliza de seguro de automóvil, no es de aplicación el «Baremo» del Anexo de la Ley sobre Responsabilidad Civil, pero tampoco la obligación de consignación. 

	
2. Es preciso el inicio del previo procedimiento administrativo ante la Administración de que se trate, en el que el reclamante puede formular alegaciones y proponer y practicar pruebas, así como evacuar el trámite de audiencia, debiendo notificarse resolución expresa al administrado en el plazo de seis meses y, de no ser así, se entenderá desestimada la petición por silencio administrativo o de forma presunta (artículo 42 Ley 30/1992). En dicho expediente, lógicamente no es preceptiva ni la intervención de Letrado ni la de Procurador, y la aseguradora puede comparecer en el mismo y formular, igualmente, alegaciones y pruebas y evacuar el trámite de audiencia. 



	
3. Contra la resolución que se dicte puede interponerse recurso contencioso-administrativo ante órganos judiciales diferentes y por procedimientos distintos según los supuestos y cuantías, a saber: 
	
a. Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma (artículos 8 y 10 Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o incluso ante la Audiencia Nacional) mediante el procedimiento previsto en los artículos 43 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, es decir, el llamado juicio ordinario, en los que es preceptiva la intervención de Abogado y de Procurador (artículo 23) y en que ostentan verdadera cualidad de partes demandadas las entidades aseguradoras junto con la Administración (artículos 19 a 21). En estos procesos rige el criterio subjetivo o de la temeridad para la imposición de costas (artículo 139). En síntesis, el procedimiento se desarrolla conforme a las siguientes fases: Alegaciones, prueba, conclusiones, deliberación, votación y fallo. 


	
- Alegaciones: Escrito de interposición de recurso (o en su caso, es posible que directamente se articule el de demanda). 

Reclamación de expediente administrativo por la Sala a la Administración demandada. 

Entrega de expediente administrativo al recurrente para que formalice demanda. 

Entrega del expediente administrativo a los demandados (por su orden, o sea, primero a la Administración demandada, y luego a cada uno de los codemandados) para contestación a la demanda. 



	
- Prueba: Quince días comunes a todas las partes para proponer prueba, y 30 comunes para práctica de las admitidas. 

	
- Conclusiones: Orales o escritas. 

	
- Deliberación, votación, fallo y sentencia. 





	
b. Ante los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, especialmente en el caso de entidades locales o de las vinculadas o dependientes de las mismas con cuantía no superior a 30.005 euros (artículos 8 y 10 Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa), a través de los cauces del juicio ordinario antes mencionado con cuantía en su caso superior a 13.000 euros, o bien del llamado procedimiento abreviado (artículos 78 y siguientes de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa) si la cuantía no supera los 13.000 euros. En el procedimiento abreviado, al igual que en el caso del juicio ordinario, las entidades aseguradoras pueden ostentar la cualidad de demandadas; siendo preceptiva la intervención de Letrado que puede ostentar igualmente la representación (artículo 23), y rigiendo igual criterio en cuanto a costas. 

En síntesis, el procedimiento se desarrolla conforme al siguiente esquema: Demanda, citación a juicio, juicio y sentencia. Es un procedimiento regido básicamente por la oralidad y concentración. 


	
- Demanda en la forma prevista para el juicio ordinario ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma, en su caso. 

	
- Citación de actor y demandados a acto de juicio, requiriendo a la Administración para remisión del expediente administrativo. 

	
- Acto de juicio: Alegaciones de actor, demandados, proposición y práctica de la prueba y conclusiones, todo ello oralmente. 

	
- Sentencia. 











2.4.  Panorama procesal y procedimental: Posibles ámbitos jurisdiccionales. La jurisdicción civil (juicio verbal/juicio ejecutivo) y la especial incidencia de la LEC 1/2000: El proceso o procesos declarativos y su regulación antes de y con la LEC 1/2000

El enjuiciamiento civil de los accidentes de circulación parte de la idea de culpa o negligencia expresada en el artículo 1902 del Código Civil, así como también de las previsiones contenidas en el artículo 1 de la Ley sobre Responsabilidad Civil. Ello supone que tratar de resumir toda nuestra doctrina y su evolución en orden a la responsabilidad civil extracontractual seguro que nos haría obviar datos o aspectos de gran relevancia. De ahí que no vayamos a limitar a recordar algunos extremos de carácter general.

Nuestra jurisprudencia parte de la necesaria presencia en todo caso y entre los elementos integrantes de la responsabilidad civil extracontractual del nexo causal entre el la acción u omisión culposa y el daño a indemnizar, siguiendo la teoría de responsabilidad por riesgo lo que, unido a una inversión de la carga de prueba, propugna una responsabilidad objetiva o cuasi objetiva.

A mayor abundamiento, el artículo 1 de la Ley sobre Responsabilidad Civil elimina la interrupción de la relación causal por caso fortuito utilizando un criterio excluyente de responsabilidad más reducido que el artículo 1105 del Código Civil, al considerar como única causa de exoneración de responsabilidad del agente la fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo, por lo que considera como fuerza mayor aquellos casos que proceden del exterior o son extraños a la explotación o uso del vehículo y parece considerar como caso fortuito, y que por ello no exonera de responsabilidad al agente, los accidentes que tengan su origen en el funcionamiento del vehículo, aunque su origen o causa radiquen en defectos de fabricación del vehículo y por ello claramente imprevisibles e inevitables para el conductor que causa el daño.

Por último, añadir que el precitado artículo 1 alude también a la concurrencia de culpas como elemento moderador de la responsabilidad, y la aplicación de los criterios y pautas fijados en el Anexo de la Ley.

El enjuiciamiento de tales conductas en vía civil, antes de la LEC 1/2000, se desarrollaba conforme a los juicios verbal y ejecutivo del automóvil (según las previsiones que contenían la LEC de 1881 y la LO 3/1989). Pero con la LEC 1/2000 este panorama se complica surgiendo dudas en la praxis, al menos al principio, de si junto al juicio verbal habíamos de dar entrada también al juicio ordinario, así como si su naturaleza era de juicio declarativo ordinario con especialidades o de juicio especial, cuestiones éstas que desarrollamos en el siguiente apartado.

En suma, para el enjuiciamiento civil de los hechos viarios, habrá que tener en cuenta, esencialmente, los Reales Decretos Legislativos 6/2004, 7/2004, 8/2004, los artículos 1902 y siguientes del Código Civil, la actualización anual de cuantías indemnizatorias, y la LEC 1/2000.






	 (1) 

	En análogo sentido, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia de fecha 18 de octubre de 1995.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Artículo 17 de la Ley sobre Responsabilidad Civil (RD Legislativo 8/2004).


	 Ver Texto 




	 (3) 

	En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de marzo de 1997 de la Sala Primera comenzó poniendo en tela de juicio la aplicación imperativa del baremo de la Ley 30/1995 por considerarla contraria a la igualdad, y a la vida y a la integridad física. En análogo sentido las Sentencias de Tribunal Supremo de fechas 26 de marzo de 1997, 24 de mayo 1997 y de 19 de junio 1997. Véase también la Sentencia del Tribunal Constitucional 181/2000 de 29 de junio de 2000.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Pensemos por ejemplo el caso de colisión de dos vehículos, con resultado de lesiones y daños, consecuencia del mal estado o inexistente y preceptiva señalización en la calzada.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	
El tema merece una atención más detallada que la escueta mención que recogemos, pero que lamentablemente excede del objeto de estos comentarios, de ahí que remitamos a la Ley sobre Responsabilidad Civil y al artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro.

Baste con decir que, por ejemplo, en el caso de existencia de un juicio de faltas (procedimiento penal estadísticamente más frecuente en lo penal), una vez efectuada la consignación, el juez puede requerir examen forense y, a la vista de su resultado, determinar si la consignación es o no suficiente y, en su caso, requerir a la aseguradora que ha consignado a que complete la consignación.

En caso de inexistencia de actuaciones penales, ante la existencia del vacío legal, podría pensarse en el expediente de consignación como acto de jurisdicción voluntaria al amparo del artículo 1176 del Código Civil, de la regulación especial del artículo 9 del Real Decreto Legislativo 8/2004.

En cualquier caso, la naturaleza de la consignación es discutible (p.e., se puede entender como medida cautelar) y de ahí que el problema se presente en aquellos casos en que se discute la responsabilidad penal o civil y el denunciante o actor retira lo consignado. ¿Cómo asegurar entonces el resultado de una eventual sentencia absolutoria para la aseguradora que consigna? ¿Sería necesario a su vez exigir al perjudicado una contracautela? 



	 Ver Texto 




	 (6) 

	Se trata de lesiones causadas imprudentemente y con necesidad de tratamiento médico y que menoscaben la integridad corporal o la salud física o mental según el artículo 147; o que se trate de esas mismas lesiones pero atendiendo a su especial resultado o al riesgo producido según el artículo 148; o que las lesiones causen la pérdida o la inutilidad o gran deformidad de un miembro principal; o la pérdida o la inutilidad de un miembro no principal o la deformidad; regulando el artículo 151 la provocación, conspiración y la proposición para la comisión de tales delitos.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	El RD 2228/98, de 23 de octubre, modificó el Reglamento General prohibiendo la circulación con una tasa de alcohol en sangre superior a 0,5 gramos por litro, o de alcohol en aire respirado superior a 0,25 miligramos por litro.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	En este sentido es clarificador el Auto de fecha 24 de febrero de 1999 de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Murcia, que se remite a las Sentencias del Tribunal Supremo de 17 de noviembre de 1997 y de 14 de marzo de 1994, donde, aún por referencia al anterior Código Penal, establece el límite entre el delito y la falta en cuanto a que se haya precisado (en el primer caso o de delito previsto antes en el artículo 420 y ahora en el artículo 147) tratamiento médico: «Se trata por tanto de un concepto jurídico, que se debe concretar en función de su finalidad jurídico penal; de acuerdo con esto la necesidad de tratamiento médico es un concepto objetivo mediante el cual el legislador ha caracterizado la gravedad que tiene que tener el resultado de las lesiones para justificar la aplicación de la pena prevista en el artículo 420 del Código Penal. Por lo tanto no depende necesariamente de que el médico haya tenido que actuar sobre el paciente en más de una oportunidad... Por el contrario se trata de saber si la intervención médica indicada revela una gravedad mínima de la lesión que permite aplicar la pena prevista para el delito en consonancia con el principio de proporcionalidad». Evidentemente, en el caso contemplado tal gravedad no existe en la medida en que justificaría la incriminación como delito de la misma conducta ejecutada en forma dolosa, ya que las lesiones, además de la primera asistencia, sólo han requerido la administración de analgésicos, antiinflamatorios, antisépticos y curas locales; actuaciones que, como mucho, podrían simplemente asimilarse a la "vigilancia" o "seguimiento facultativo" que expresamente quedan excluidas del concepto jurídico de "tratamiento médico" por específica previsión del artículo 147 del Código Penal».


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Vid. artículos 73 y siguientes y 383 del Código Penal. Conviene tener en cuenta que el RD 7/2001 no considera hecho de la circulación (artículo 3.3) «la utilización de un vehículo a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes; en todo caso, será hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor en cualquiera de las formas descritas en el Código Penal como conducta constitutiva de delito contra la seguridad del tráfico, incluido el supuesto previsto en el artículo 383 de dicho Código Penal».


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Vid. artículos 267 y 621.6 del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Vid. artículos 639, 267 y 130.4.º del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Vid. artículo 130 del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Vid. artículo 297 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Básicamente las Sentencias del Tribunal Constitucional 186/1990, 1 de julio de 1991 y 3 de junio de 1991.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Vid. artículos 239 y ss. de la LECrim. Tradicionalmente se ha venido entendiendo que se incluyen las de la acusación particular cuando su actividad ha sido relevante en comparación con la desarrollada por el Ministerio Fiscal, es decir, que no se ha limitado a solaparse con la del Ministerio Público. Entre otras, las Sentencias del Tribunal Supremo de 2 de noviembre 1989, 7 de marzo de 1991, 29 de febrero de 1992, 26 de febrero de 1993, 2 de febrero de 1994 y 26 de septiembre 1994.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Sentencias del Tribunal Constitucional 54/1985, de 18 de abril; 104/1986, de 17 de julio; 34/1985, de 7 de marzo; 84/1985, de 8 de julio; y 118/1998, de 5 de diciembre.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Entre otras, las Sentencias del Tribunal Supremo de 5 de octubre de 1993, 22 de abril de 1995 y 27 de enero de 1998.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Sin perjuicio de que la amplitud de la interpretación del ámbito objetivo del juicio verbal pueda llevarnos al planteamiento de demandas contra la Administración en vía civil. Vid. artículo 2.e) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


	 Ver Texto 








Naturaleza jurídica y caracteres generales: proceso declarativo especial o proceso ordinario con especialidades.La LEC 1/2000 



1.  Hasta la LEC 1/2000: juicio verbal

Con la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 y la LO 3/1989, y antes por tanto de la LEC 1/2000, la regulación del llamado juicio verbal civil se contenía en diversos textos y disposiciones legales y, básicamente, en los siguientes:


	
- Disposiciones Adicionales Primera y Segunda de la Ley Orgánica número 3 de 21 de junio de 1989, publicada en el BOE de 22 de junio de 1989 (o LO 3/1989 y DA 1.ª y 2.ª). 

	
- Disposición Adicional Sexta de la Ley 30/1995 de 8 de noviembre, publicada en el BOE de fecha 9 de noviembre (en lo sucesivo Ley 30/1995). 

	
- Artículos 720 a 739 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 (o LEC de 1881), reguladores del procedimiento de juicio verbal civil. 



La precitada regulación del juicio verbal del automóvil se contenía inicialmente en las Disposiciones Adicionales Primera, Segunda y Tercera de la LO 3/1989, si bien la Disposición Derogatoria Única de la Ley 30/1995 derogó la Disposición Adicional 3.ª de la LO 3/1989, por lo que la anterior regulación sobre el polémico interés del 20%, fue sustituida por la redacción que sobre la materia concretó la Disposición Adicional Sexta de la Ley 30/1995.

Por otro lado, la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 establecía que «los procesos civiles, cualquiera que sea su cuantía, relativos a la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor, se decidirán en juicio verbal», lo que necesariamente llevaba a considerar la regulación procedimental del citado juicio verbal y, por tanto, a los artículos 720 a 739 de la LEC, es decir, a una remisión tácita a dichos preceptos.

Se trataba de una norma procesal formal, es decir, de una remisión a los meros efectos de tramitación del procedimiento o aspectos formales (forma externa de los actos del proceso), lo que reforzaba la idea del llamado juicio verbal del automóvil, configurado al amparo de esa regulación, como un juicio declarativo especial o proceso declarativo especial, calificativo éste que le venía dado tanto por la materia u objeto del proceso, o sea, por su ámbito objetivo  (1) , como por las especialidades procesales y procedimentales que presentaba  (2) , configurándose, en suma, como un proceso predominantemente oral, regido por los principios de inmediación y concentración.

La regulación del juicio verbal del automóvil se venía concibiendo de carácter imperativo. Así, por todas, las siguientes Sentencias de las Audiencias Provinciales: Castellón, 14 de enero de 1994; Toledo, 6 de julio de 1994; Toledo, 6 de junio de 1995; Málaga, 4 de marzo de 1996; Jaén, 29 de abril de 1996; Asturias, 10 de junio de 1999.

El análisis de esa legislación se centró, entre otras cuestiones, en analizar la naturaleza jurídica del juicio verbal, y al margen de algún pronunciamiento judicial aislado que dudaba sobre la aplicación también de los otros procesos declarativos ordinarios, pronto se consolidó el juicio verbal como único cauce procedimental adecuado para la reclamación de los daños y perjuicios causados con motivo de la circulación de vehículos a motor, y además como proceso civil especial, tal y como a continuación exponemos.

Para ÁLVAREZ DE BENITO  (3)  el llamado juicio verbal del automóvil se configura como un procedimiento declarativo especial sumario, especialidad que deriva de la materia, o sea, de tratarse de un «procedimiento... construido para supuestos particulares y concretos», no en función de la cuantía y, admitiendo por contra, «pretensiones ilimitadas siempre que se refieran a los supuestos especiales». Como el propio autor reconoce, la categoría de juicio sumario es forzada, dado que en este tipo de procesos sí se producen los efectos de cosa juzgada, a diferencia de los tradicionalmente considerados sumarios (p.e., interdictos, ejecutivos, desahucios...) y precisamente por carecer éstos de los efectos de cosa juzgada material.

Como notas generales o básicas de este procedimiento, nos destaca las dos esenciales de la oralidad y la inmediación. En cuanto a la oralidad (artículo 120 de la Constitución Española, y artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), y como consideraba la mayor parte de la doctrina procesalista española, reconocía que los procesos civiles españoles no eran son totalmente escritos u orales, y si predominantemente escritos u orales. El autor, siguiendo y exponiendo la tesis de ROSEMBERG, menciona las ventajas e inconvenientes de la oralidad:


«1. El proceso oral es más claro enérgico, ágil y natural en la exposición. Es menos formalista, más rápido, más sencillo y, generalmente, más económico. Por contra, las partes poco diestras en pueden no encontrarse en situación de exponer su derecho con exactitud.

2. Se adapta fácilmente al caso particular por ser menos rígido en su tramitación que el procedimiento escrito. Como inconveniente, hay que citar la posibilidad de que algo importante no sea oído por el juez o pueda ser olvidado.

3. Elimina la posibilidad de malas interpretaciones ya que entre el juez y las alegaciones o prueba de las partes no hay intermediarios. El inconveniente está en la fugacidad de la palabra hablada y la dificultad de fijar la materia procesal.

4. Se limita la posibilidad de que las partes empleen falsedades o triquiñuelas.

5. La publicidad del proceso es total.

6. Igualdad de las partes por aplicación estricta del principio de audiencia a ambos».



Y en cuanto a las acciones ejercitadas en juicio verbal civil, nos indica que son únicas, derivadas del artículo 1902 del Código Civil, y con un año de prescripción, todo ello con independencia de la existencia de una posible infracción penal. Califica la acción de la siguiente forma:


	
1. Acción civil resarcitoria derivada de culpa o negligencia, que ha de ser única y no puede ser modificada, novada o transformada en otra; y mucho menos unilateralmente por el perjudicado. Dado que la existencia del hecho punible depende de la voluntad del perjudicado -al ser una falta semiprivada- no es admisible que pueda existir un «doble régimen» de prescripción que dependa de la voluntad del particular y no del imperio de la Ley. La naturaleza jurídica de la acción civil resarcitoria es unívoca y no permite que su ejercicio esté condicionado a la existencia de un ilícito penal. 

	
2. Con independencia de la acción penal, la civil de que tratamos es siempre la que regula el artículo 1902 del Código Civil, como lo demuestra el hecho de que, en ausencia de actuaciones penales, ésta sería la ejercitable para intentar el resarcimiento. Si se arguye que la acción civil no es la derivada de culpa extracontractual, ¿cuál sería entonces?... No existen acciones «derivadas del delito», sino del hecho. Y el delito no es el origen de la acción, ¿cuál otra queda al perjudicado que no sea la del artículo 1.902? 

	
3. Una vez identificada la acción como aquiliana, es innegable que prescribirá al año del suceso como dispone el artículo 1968.2. 



Para ILLESCAS RUS  (4)  la especialidad del juicio verbal de tráfico parece fundamentarse en «la abstracción de la cuantía, la elección de una forma singular para el tratamiento de una materia concreta y la entidad y trascendencia de algunas de sus propiedades. No parece que exista aquí remisión al juicio verbal su consideración de proceso ordinario al modo que resulta de los artículos 481 y 483.4.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al que se incorporan algunas variantes y medidas de finalidad complementarias».

PUYOL MONTERO  (5)  destaca en este juicio «una naturaleza propia y especial... toda vez que su propia normativa establece directivas propias de la técnica procesal, que le imprimen características claramente diferenciadoras del juicio verbal civil, regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil como procedimiento de carácter declarativo».

SANTOS BRIZ  (6)  califica este proceso de juicio verbal especial, lo que entiende se deriva tanto de su ámbito objetivo específico, como de las especialidades procesales y procedimentales (alegaciones, prueba, sentencia, ejecución...) que establece la LO 3/1989. Y añade que «la calificación de juicio verbal especial se confirma con la mera lectura de las disposiciones adicionales de la LO 3/1989... normativa que tiene el carácter imperativo y de orden público que tiene la regulación de los procedimientos judiciales, lo que no obsta para que la ley atribuya derechos o facultades a los litigantes que podrán ser ejercitados o no según convenga a la defensa de sus intereses».

Como conclusión, el autor entiende que «las especialidades que se incluyen en la regulación ordinaria del juicio verbal por la LO de 1989 no permiten hablar de un derecho procesal propio de la responsabilidad civil en el ámbito de los accidentes de circulación, aunque sí puede hablarse de particularidades procesales en ese ámbito. Así las que se deducen del proceso ejecutivo de liquidación de daños (arts. 927 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil), la acción directa ejecutiva contra el asegurador de la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor (arts. 17 y 18 y concordantes del texto refundido de la ley de 24 de diciembre de 1962)».

DE LA OLIVA SANTOS  (7)  considera en sentido amplio a los procesos especiales de declaración, como «todos aquellos procesos declarativos que, en lugar de servir de cauce para una generalidad de acciones o pretensiones, se prevén legalmente, con singularidades diversas, para el tratamiento jurisdiccional de ciertas materias y casos». Añade además que, «comportan peculiaridades procedimentales que van desde el seguimiento de un proceso declarativo ordinario, pero con algunas variaciones que se juzgan necesarias o convenientes en razón del especial objeto del proceso (especialidades de los procesos ordinarios), hasta el diseño de un entero procedimiento distinto (procesos especiales en sentido estricto)».

En concreto habla del «proceso verbal sobre daños ocasionados por la circulación de vehículos de motor», al que considera como una especialidad del proceso civil ordinario (el llamado juicio verbal) con objeto especial.

BARRÓN DE BENITO  (8)  conceptúa este proceso como «proceso tipo y especial por razón de la materia»: Partiendo del tenor literal de la DA 1.ª de la LO 3/1989 el autor nos dice que «la remisión procedimental de la temática automovilística a los trámites del juicio verbal, amén de otras innumerables cuestiones, plantea la de la naturaleza jurídico procesal del juicio verbal de tráfico diseñado por el legislador para resolver la problemática judicial derivada del accidente de circulación». Y añade que «en este sentido, es preciso partir de la consideración del juicio verbal de tráfico, creado por la adicional citada por referencia a los trámites de juicio verbal, regulados en los artículos 715 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con las adiciones procedimentales establecidas en las Disposiciones Adicionales primera y segunda de la Ley Orgánica 3/198, como un proceso tipo y especial por razón de la materia».

TOMÉ PAULE  (9)  concibe este juicio como «proceso de cognición, especial, plenario y de efectos condenatorios por el que se pide al órgano jurisdiccional que se dicte sentencia condenando al culpable de un accidente de circulación al pago de los daños y perjuicios causados».

Para GÓMEZ DE LIAÑO  (10)  su «verdadera naturaleza jurídica es la de un procedimiento especial de carácter declarativo en oposición a los declarativos ordinarios, pues como sabemos en nuestra legislación procesal son varios los supuestos en los cuales el legislador se ha remitido al juicio verbal para tramitar las cuestiones específicas objeto de procedimientos especiales, estableciéndose en estos casos algunos trámites o facultades concretas que contribuyen a perfilar su configuración, quedando, desde luego, diferenciados a diversos efectos del juicio verbal declarativo».

Para MARCHENA GÓMEZ y GÓMEZ CÁCERES  (11) , «el juicio verbal al que se someten las reclamaciones fundadas en accidentes circulatorios constituye un proceso que, en su condición de juicio declarativo ordinario, representa un trámite absolutamente obligado y que no puede ser sustituido por otra alternativa que pudiera hallarse al alcance del litigante».

No compartimos la conceptuación de este proceso como «declarativo ordinario», máxime cuando del discurso de los citados autores parece no tenerse en cuenta que técnicamente proceso y procedimiento son conceptos distintos: una cosa es el conjunto de actos a través de los cuales se desarrolla la función jurisdiccional del Estado hasta decir y/o hacer el Derecho en el caso concreto, en respuesta a un concreta petición de tutela del justiciable (proceso civil, en general), y otra diferente, la de las formalidades o meros actos externos a través de los cuales se desarrolla el proceso (procedimiento).

En igual línea parece estar CABALLERO GEA  (12)  al sostener que «es éste un proceso declarativo y ordinario por razón de la materia y no de la cuantía, siendo consecuencia de ello el cierre de la casación a las resoluciones que se dicten en estos procesos, aunque la cuantía supere los seis millones de pesetas».

MONTERO AROCA  (13)  partiendo de la tradición de nuestro Derecho Histórico, analiza las categorías de juicio ordinario y especial, claramente contrapuestas, caracterizándose el juicio ordinario como el proceso por el que es posible conocer toda clase de objetos sin limitación alguna, a diferencia del juicio especial que se configura por relación a un objeto procesal «concreto y determinado». Al mismo tiempo nos destaca como nuestro legislador ha venido estableciendo procesos especiales en función de diversas técnicas y, entre ellas, por remisión a uno o varios procesos ordinarios y sin perjuicio de introducir normas procesales y procedimentales específicas, técnica esta seguida en el caso del juicio verbal del automóvil.

2.  Conclusiones sobre la doctrina expuesta: predominio de la explicación del juicio verbal del automóvil como juicio declarativo especial antes de la LEC 1/2000

Como conclusión a todo lo expuesto en el apartado anterior, antes de la LEC 1/2000, este juicio verbal que en los usus fori recibe denominaciones tales como juicio verbal del automóvil o juicio verbal civil de tráfico, era un proceso en el que destacaban, entre otros aspectos, el de ostentar una regulación imperativa, de la que se derivaba, por un lado su naturaleza de juicio especial y, por otro, sus especialidades procedimentales, así como la inmediación y concentración inherentes a su catalogación como juicio verbal, lo que al menos teóricamente, debía conducir a un rápido y ágil resultado de la contienda judicial.

Su naturaleza de proceso declarativo especial que casi mayoritariamente afirmaba nuestra doctrina (e incluso nuestra jurisprudencia menor), y que nosotros compartimos, le venía dada básicamente por las siguientes circunstancias:


	
a. Por la materia u objeto del proceso, totalmente ajeno a la cuantía o valor de la pretensión, que en terminología de la Ley se refiere a «los procesos civiles, cualquiera que sea la cuantía, relativos a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación» (DA 1.ª LO 3/1989). 

	
b. Por sus especialidades procedimentales, en tanto que si bien es cierto que la remisión de la DA 1.ª al juicio verbal (DA 1.ª LO 3/1989) había de entenderse como una norma procesal formal, o sea, a los solos efectos de procedimiento, también lo es que dicha remisión no podía entenderse en el sentido de que se trate de un juicio verbal ordinario, pues a esta regulación ordinaria se añaden significativas peculiaridades procesales. Entre esas peculiaridades procesales podemos citar las siguientes: 


	
- El carácter imperativo de las normas de competencia objetiva y territorial, y el control de oficio por el órgano judicial de tales presupuestos procesales. Aunque reconocemos que este particular deja de tener tanta relevancia con la LEC 1/2000, dado que el control de oficio de presupuestos procesales se convierte en la tónica general. 

	
- La postulación y su incidencia sobre las costas. 

	
- La posibilidad de que el juez recabe de oficio el atestado, y peculiaridades de algunos de sus medios de prueba (declaración amistosa de accidente, atestado). 

	
- La necesidad de depósito para recurrir. 

	
- El régimen especial en materia de ejecución provisional y ejecución de sentencia. 

	
- La no aplicación del régimen general previsto para la apelación en los juicios verbales que excluye de la posibilidad de recurso algunas hipótesis. 







Por último recordar lo que, por otro lado, resulta evidente. Nuestros órganos judiciales se están modernizando técnicamente con aplicación de la LEC 1/2000, conviviendo escenarios auténticamente decimonónicos con los medios técnicos modernos audiovisuales. Con la LEC de 1881 predominaba el uso consistente en las alegaciones orales que reproducían la que por nota escrita se acompañaba en el acto para unión a los autos, uso que sin dejar de reconocer que consistían en una verdadera corruptela, sin embargo permitía la efectiva y más rápida tramitación de los procedimientos.

En orden a su naturaleza jurídica, también podemos decir que, mayoritariamente, nuestra jurisprudencia había consagrado al juicio verbal como juicio declarativo especial. Así, podemos citar, entre otras, las tres resoluciones que a continuación reproducimos.

En primer lugar, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Girona de fecha 1 de septiembre de 1995 conforme a la cual «... el juicio verbal derivado de la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, es un juicio especial por razón del objeto y que no puede ser extendido a otros supuestos distintos de los previstos legalmente. Lo anterior porque nos hallamos ante un procedimiento breve con un periodo probatorio también limitado y que de ser aplicado de forma extensiva podría conducir..., a una dificultad probatoria o de ataque y defensa para alguna de las partes que podría esperar en virtud de lo dispuesto en las leyes rituarias un proceso con períodos procesales más extensos».

En segundo lugar, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Ávila de 2 de noviembre de 1995 que nos indica que «... se plantea la duda de si a efectos de lo dispuesto en el párrafo segundo del precepto, el juicio verbal del automóvil es ordinario o especial. Esta Sala estima que a pesar de que contiene ciertas particularidades como la inexistencia de límite cuantitativo en la reclamación, la atribución en todo caso de competencia territorial al Juez de primera instancia del lugar en que se causaron los daños, o la posibilidad de que el juzgador de oficio o a instancia de parte solicite de las autoridades correspondientes los atestados que hubieren instruidos y los informes que juzgue oportunos, según lo diseño la Disposición Adicional Primera LO 3/1989, 21 de junio, ni esta Ley ni la núm. 10/1992, 30 de abril de Medidas Urgentes de Reforma Procesal, que dio nueva redacción a los artículos 715 y 732, establecen peculiaridades que permiten calificarlo de especial, ni por tanto entender que se trata de un "proceso distinto" de los mencionados en el primer párrafo del art. 732, que tolere la interposición de recurso de apelación. Esta hermenéutica es la sostenida también mayoritariamente por la llamada jurisprudencia menor...» .

Y en tercer lugar, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo de 6 de junio de 1995 que nos dice lo siguiente:

«Segundo. Hay que tener en cuenta en primer lugar para la resolución del presente recurso, que la determinación de la naturaleza jurídica del juicio verbal, regulado en la LO 3/1989, constituye sin duda una cuestión importante desde el punto de vista procesal, puesto que su delimitación afecta y repercute en aspecto de tanta trascendencia práctica como el ámbito de aplicación del proceso, la posibilidad de acumular acciones, sistema de recurso, intervención preceptiva de Letrado y Procurador, tasación de costas, etc.».


En nuestra opinión, el juicio verbal de la LO 3/1989 era un proceso declarativo especial por razón de la materia, que se configuraba como el adecuado para resolver las cuestiones específicas y concretas a que se refería la Disposición Adicional 1.ª de la LO, esto es, los procesos civiles cualquiera que sea su cuantía, relativos a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivos de la circulación de vehículos a motor. El motivo de la especialidad estribaba pues, en la abstracción de la cuantía litigiosa, por cuanto tenía cabida dentro del ámbito procesal que indicamos cualquier clase de reclamación incluida dentro de su objeto con independencia de la cuantía a que ascienda.

El juicio verbal de tráfico ofrecía las mismas garantías que los demás procedimientos declarativos: Era un proceso genuinamente plenario, sin limitación de medios de ataque y defensa, sin restricciones de debate y conocimiento judicial y sin ninguna restricción objetiva de la autoridad de cosa juzgada de la sentencia que se dicte. En este sentido, el Auto del Tribunal Constitucional de 29 de octubre de 1991 estableció que la efectividad o inefectividad de la tutela que puede dispensarse a través de un concreto procedimiento vendrá determinada, no por contrastar la mayor o menor brevedad de sus plazos en relación con otros juicios, sino por constatar si en ese específico procedimiento se dan o no todas las garantías que exige el artículo 24 de la Constitución, lo que sí acaece, afirma el alto Tribunal, con el juicio verbal de tráfico.

También en análogo sentido se pronunció la jurisprudencia menor (Audiencia Provincial de Toledo de 6 de junio de 1995; Audiencia Provincial de Cuenca de 14 de febrero de 1996), sin dejar de reconocer también la existencia de resoluciones que lo calificaban de juicio ordinario y no especial (así, por todas, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Cuenca, de 26 de febrero de 1998).

3.  La incidencia de la LEC 1/2000 sobre la especialidad o no del juicio verbal. Su consideración de juicio declarativo ordinario con especialidades. Los procesos del automóvil: juicio ordinario y juicio verbal

Con la LEC 1/2000 surgió, al menos en los primeros tiempos de su vigencia, la duda de si permanecía o no en vigor la LO 3/1989. Ello significaba, a la postre, la duda de la pervivencia del juicio verbal configurado en dicha LO, sin perjuicio de las normas que resultaran de aplicación del texto de la LEC 1/2000; o si, por el contrario, debía aplicarse la regulación contenida en la LEC 1/2000, entendiéndose derogada la LO 3/1989, y, por tanto, junto al juicio verbal del automóvil resultaba también de aplicación el juicio ordinario, configurándose entonces, más que como procesos especiales, como procesos ordinarios con especialidades.

Esta duda sobre la pervivencia o no de la LO 3/1989 (y la consiguiente observancia del juicio verbal y/o ordinario), resultaba de ciertos «vacíos» legislativos observados en el texto de la LEC 1/2000, y, entre otros, de los siguientes seis extremos:


	
- Mientras el Anteproyecto de LEC de 1997 (Disposición Derogatoria 2.ª.5.ª) contemplaba expresamente la derogación de las Disposiciones Adicionales de la LO 3/1989, tanto en el Proyecto (14)  como en el texto articulado de la LEC 1/2000 se suprime tal derogación expresa. 

	
- Tanto el Anteproyecto, como el Proyecto y el texto articulado de la LEC 1/2000 contienen una cláusula derogatoria general conforme a las previsiones del artículo 2 del Código Civil, y según la cual «se consideran derogadas, conforme al apartado segundo del artículo 2 del Código Civil, cuantas normas se opongan o sean incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley». 

	
- En materia de competencia objetiva (por razón de la materia), ni el artículo 249.1 de la LEC 1/2000 sobre ámbito objetivo del juicio ordinario, ni el artículo 250.1 sobre ámbito objetivo del juicio verbal, mencionan expresamente a los supuestos de indemnización de daños y perjuicios causados con motivo de la circulación de vehículos de motor. 

	
- En cuanto a la competencia objetiva razón cuantía, no podemos olvidar que con arreglo a los artículos 249.2 y 250.2 se deciden por los cauces del juicio verbal, las demandas cuya cuantía no exceda de 3.000 euros o no se refieran a las materias mencionadas en el artículo 250.1; y por los cauces del juicio ordinario, las demandas cuya cuantía exceda de 3.000 euros y aquellas cuyo interés económico resulte imposible de calcular. 

	
- Entre las normas especiales sobre competencia territorial, el artículo 52.1.9.º de la LEC 1/2000 prevé que «en los juicios en que se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor será competente el tribunal del lugar en que se causaron los daños». 

	
- Y, por último, la Disposición Final Decimotercera modifica la Disposición Adicional de la Ley 30/1995 de 8 de noviembre, en cuanto a la mora y obligación de consignación del asegurador  (15) , disposición esta que es derogada con la Ley de Responsabilidad Civil según texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2004.



Pues bien, precisamente, teniendo en cuenta todos los preceptos y previsiones legales antes apuntados, podía entenderse que LO 3/1989 (con sus Disposiciones Adicionales relativas al llamado juicio verbal del automóvil) permanecía en vigor, en la medida en que el legislador, al suprimir del texto articulado de la LEC 1/2000 la expresa derogación de aquélla, a diferencia de lo inicialmente previsto en el Anteproyecto (en el que expresamente sí se contenía su derogación), sólo podía interpretarse como que la reclamación por los daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor habrá de seguirse por los cauces del juicio verbal tal y como lo prevé la LO 3/1989, y por lógica referencia a las previsiones del juicio verbal contenido ahora en la LEC 1/2000 por ser ésta la ordenación procesal civil vigente. Si la voluntad del legislador hubiese sido la de derogar el juicio verbal de las Disposiciones Adicionales de la LO 3/1989, habría mantenido en el texto articulado de la LEC 1/2000 la derogación expresa que sí se contenía en el Anteproyecto.

Esta posición resultaba reforzada, por un lado, porque, como hemos visto, los artículos 249 y 250 de la LEC 1/2000 nada prevén en cuanto a competencia objetiva por razón de la materia en cuanto a este tipo de reclamaciones; y por otro lado, las previsiones que sobre consignación y apelación y ejecución provisional de la Disposición Adicional 2.ª de la LO 3/1989 son compatibles y no excluyentes con las contenidas en la Disposición Final 13.ª de la LEC 1/2000 en materia de mora del asegurador, máxime si comprobamos los contenidos de ambas normas que a tal idea parecen responder. La consecuencia inmediata era la de su consideración del verbal como juicio declarativo especial por razón de la materia, y la no aplicación del juicio ordinario como cauce procedimental adecuado para estas reclamaciones.

A diferencia de la anterior, para la segunda postura, actualmente predominante en la praxis, LO 3/1989 (y sus Disposiciones Adicionales) no permanece en vigor, debiendo sustituirse esa regulación por la prevista en la LEC 1/2000 lo que supone la observancia del juicio verbal o del juicio ordinario en función de que la cuantía reclamada sea de hasta tres mil euros (juicio verbal) o superior a esa cifra (juicio ordinario). Esta postura se explica, entre otros, por el elemental razonamiento de que si bien es cierto que la LEC 1/2000 no contiene la cláusula de derogación expresa que se contenía en el Anteproyecto, también lo es que se contiene una cláusula derogatoria general de todo aquello que contradiga el articulado de la LEC 1/2000. Y es precisamente el análisis de este articulado y, en particular, de cuestiones como las seis que a continuación aludimos, lo que hace incuestionable la derogación de las Disposiciones Adicionales 1.ª y 2.ª de la LO 3/1989 y su concepción de juicio declarativo ordinario con especialidades.

Efectivamente, una primera cuestión a analizar es la de los tipos de procesos declarativos civiles existentes. Del espíritu y de la letra de la LEC 1/2000 resulta la reducción de los procesos ordinarios a sólo dos tipos (juicio verbal y juicio ordinario) lo que, unido a la estructura de la propia LEC (en los cuatro libros que contiene y las rúbricas de los mismos), nos llevaría a poder entender que con la LEC 1/2000 hemos de hablar de los siguientes tipos de procesos civiles: Procesos declarativos ordinarios, procesos declarativos ordinarios con especialidades y procesos especiales.

Procesos declarativos ordinarios (Libro II) lo son el juicio ordinario y el juicio verbal, previstos para el enjuiciamiento de la generalidad de las hipótesis o supuestos. Frente a ellos encontramos las especialidades procesales, ya sea strictu sensu o como verdaderos procesos especiales. En el primer caso el legislador es consciente de que las peculiaridades o rasgos de la materia sustantiva litigiosa hace necesario introducir rasgos o notas o previsiones específicas en el desarrollo del proceso ordinario, y que, comúnmente, van a afectar a la competencia, la legitimación, los recursos etc. pero no al procedimiento. Son los llamados procesos declarativos ordinarios con especialidades, como por ejemplo, en cuanto a ámbito objetivo o competencia territorial (vid. artículos 249 y 250, y artículo 52.1.9.ª de la LEC 1/2000). Y, por el contrario, cuando las peculiaridades de la materia sustantiva conlleva principal o exclusivamente a cambios procedimentales, nos encontramos en presencia de los procesos especiales, que son los que como tales prevé el Libro IV de la LEC (monitorio, cambiario, división de patrimonios, capacidad, filiación, matrimonio y menores).

Insistimos en que el espíritu de la Ley es claramente propiciatorio de no dejar para otros textos legales diferentes de la LEC 1/2000 la regulación de procesos especiales. Efectivamente, el legislador de 2000 aborda las especialidades procesales en general desde distintos puntos de vista: En general las reduce tanto en el texto de la LEC como en las previstas en legislación especial, reduciendo al máximo las extra LEC; e igualmente reduce los procesos especiales de la LEC a tan sólo los del Libro IV citados.

Además, y en segundo lugar, no podemos olvidar tampoco que la LEC 1/2000 contiene previsiones sobre el ámbito objetivo del juicio ordinario y del verbal en los artículos 249 y 250 de la LEC 1/2000 a los que parece querer reconducir todas las hipótesis litigiosas de juicios no especiales (Libro IV) ya por razón de la materia (artículos 249.1 y 250.1) o ya de la cuantía (artículos 249.2 y 250.2), y precisamente y en función de la cuantía las indemnizaciones por circulación de vehículos a motor podrían ventilarse por los cauces del juicio verbal o del ordinario. Este sería un criterio más acorde incluso con la práctica judicial actual en la materia que, por obra de las sentencias de las Audiencias Provinciales, ha venido reconduciéndola en diversas cuestiones, como la postulación, precisamente a los criterios de cuantía económica litigiosa.

Y a lo anterior cabe añadir, en tercer lugar, la regla específica que sobre competencia territorial contiene el artículo 52.1.9.ª, que no es plenamente coincidente con su precedente contenida en la Disposición Adicional 1.ª.2 de la LO 3/1989, pudiendo, además de fijar la competencia territorial, estar configurando un diferente ámbito de aplicación para estos procesos. Efectivamente, observemos que mientras que la Disposición Adicional 1.ª.1 alude a«daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos a motor» , el artículo 52.1.9.ª habla de «daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos a motor». Es evidente que la literalidad ya no es la misma, y que con el artículo de la LEC 1/2000 se posibilita poner fin a disputas sobre el ámbito de aplicación y entender que se adopta en su texto la posición amplia o aquella que alberga en el seno de estos procesos toda reclamación relacionada con la circulación de vehículos de motor y no sólo las que sean consecuencia directa del arte de la conducción.

En cuarto lugar, la Disposición Final 13.ª de la LEC 1/2000 albergaría en su seno las consignaciones para apelar, máxime cuando ahora se podría exigir la consignación desde la primera instancia y, lógicamente, la apelación que abre la segunda instancia es consecuencia de la existencia previa de una primera instancia.

En quinto lugar, la no observancia de las previsiones contenidas en la Disposición Adicional 2.ª de la LO 3/1989 en materia de ejecución, que es lógico pensar que se supriman dado el detallado y extenso contenido de la regulación que en materia de ejecución contiene la LEC 1/2000 (Libro III), con una clara finalidad unificadora incluso para títulos ejecutivos judiciales y no judiciales.

Y en sexto y último lugar, las DA de la LO 3/1989 según la Disposición Final de la propia LO 3/1989 tenían rango de ley ordinaria, por lo que han de entenderse derogadas por una ley posterior y ordinaria como la LEC 1/2000 y en aplicación de la derogación tácita contemplada en el artículo 2.2 del Código Civil y a la que se refiere el propio texto de la LEC 1/2000.

La consecuencia lógica de todo lo expuesto es la consideración del juicio del automóvil como un juicio ordinario con especialidades. De hecho, la actual práctica forense nos ha puesto de relieve cómo los órganos judiciales han venido optando por la aplicación del juicio verbal o del ordinario en función de que la cuantía no supere o exceda de los 3.000 euros, lo que, a su vez, cuestiona o desplaza el criterio de la especialidad como determinante de la competencia objetiva y del procedimiento a seguir, en favor del criterio de la cuantía. Se olvida, pues, que la materia es un criterio especial y de aplicación prioritaria.

Lo que desde luego está claro es que la opción a la aplicación del juicio ordinario resulta beneficiosa para las reclamaciones que sustancien por sus trámites dadas las mayores garantías que ofrece su regulación más completa y detallada que la del juicio verbal.

Por todo lo expuesto, en sede de procesos declarativos, tendremos presentes las normas generales o presupuestos procesales establecidos como comunes en el Libro I de la LEC y, por consiguiente, aplicables tanto al juicio verbal como al ordinario, sin perjuicio, además, de que en ausencia de previsión normativa expresa en sede de juicio verbal, seamos partidarios entonces de la aplicación supletoria de las normas del ordinario, máxime cuando ello se nos mostraría como una aplicación de nuestra ordenación procesal acorde con la Constitución y, a la postre, respetuosa con la tutela judicial efectiva.

Las mayores diferencias las vamos a encontrar, pues, en cuestiones estrictamente procedimentales, entendidas éstas en su justo significado o sentido como las cuestiones relativas a la mera forma externa o manifestación de los actos que integran el proceso, dado que, entre las muchas novedades de la LEC 1/2000, consideramos la relativa a la distinción entre proceso o cuestiones procesales y procedimiento. Es ésta una distinción tan básica, como esencial y necesaria y, al mismo tiempo, tremendamente olvidada en la práctica cotidiana, cuando, precisamente, entenderla supone entender la esencia misma de muchos problemas de nuestra ordenación procesal.

Por último, la consideración del juicio verbal (o del ordinario) como declarativo ordinario o especial tiene diferentes consecuencias prácticas, no sólo ya en cuanto a las cuestiones procesales y procedimentales antes aludidas (postulación, procedimiento, ejecución, prueba, etc.), sino, también, sobre determinados temas o materias tales como acumulación de acciones, acumulación de autos, legitimación (muy estrechamente unida en este caso con la cuestión de fondo), litisconsorcio, intervención procesal, etc.

A su vez, sobre muchas de estas materias ha incidido la LEC 1/2000. A título de mero ejemplo, dado que examinamos más detenidamente la cuestión en su lugar correspondiente, la citada ley evidencia una clara tendencia al control de oficio de los presupuestos procesales tales como la competencia objetiva y la territorial (artículos 48 y 49 y 58 y 59) ya que tales previsiones son normas comunes aplicables a todos los juicios civiles (ya que se ubican en el Libro I que contiene tales disposiciones comunes), con lo que la cuestión a la imperatividad del fuero territorial, por ejemplo, en el caso del juicio verbal del automóvil pasaría a un segundo plano en lugar de configurarse como nota o especialidad del mismo.

De ahí que, si tenemos en cuenta lo anterior, así como la concepción prácticamente unánime de la derogación de la LO 3/1989, el juicio verbal o el ordinario de tráfico habría que concebirlos como juicios declarativos ordinarios con especialidades, según hemos expuesto. Es la única conclusión coherente, sobre todo si, como sucede en la práctica forense, se opta por los trámites del juicio verbal o del ordinario en función de un criterio de cuantía de la reclamación, pese a que, curiosamente se siga insistiendo el que el criterio de atribución competencial es el especial de la materia.

Es significativa en este sentido, y por la forma de enlazar los criterios competenciales de materia y cuantía, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 9.ª de 23 de septiembre de 2003, conforme a la cual:


«Segundo. Dadas las diversas cuestiones que se deducen en los dos recursos planteados, la construcción lógica de esta resolución ha de conllevar en primer lugar el tratamiento de la inadecuación de procedimiento que formulan los demandantes, que plantearon una demanda de juicio verbal con apoyo en la LO 3/89 al reclamarse daños y perjuicios motivados por accidente de circulación y la Juez admitió a trámite la demanda como juicio ordinario en aplicación de la Ley Enjuiciamiento Civil 1/2000. Dicha resolución fue recurrida en reposición por los actores para que se diese el trámite peticionado con la demanda, recurso que fue desestimado por Auto de 3-1-2002 contra el que se formuló protesta a los efectos de la segunda instancia, reproduciéndose en esta alzada dicha cuestión.

Este Tribunal ya tiene declarado que las acciones basadas en la reclamación de daños y perjuicios con motivo de los accidentes de circulación se rigen en sus normas procedimentales, una vez entrada en vigor la Ley Enjuiciamiento Civil 1/2000, por las disposiciones contendidas en dicha ley por los razonamientos que acertadamente constan en la resolución que la Juez de instancia ya emitió para rechazar la reposición de parte, que aquí se dan por reproducidos en aras a inútiles repeticiones, quedando a partir de tal momento derogadas por la aplicación de la Disposición Derogatoria Única 3.ª, las contenidas en tal aspecto en la Disposición Adicional Tercera de la LO 3/89. Mantener el criterio de la parte recurrente conllevaría a tener doble regulación procedimental el ejercicio de dicha acción, cuando la actual Ley Procesal ha fijado una norma específica de fuero exclusivo y excluyente para su conocimiento (artículo 52.9.º) y para según los casos, fija los requisitos para que las resoluciones judiciales recaídas puedan tener acceso a los diversos recursos (incluido el de casación) conforme al artículo 449.3.º de modo similar a como se establecía en la LO 3/89 en la Disposición Adicional Tercera.

Por tanto como la asignación procedimental en la nueva Ley Enjuiciamiento Civil, se rige en primer lugar por razón de la materia y posteriormente por la regla de la cuantía (artículo 248) y dicha clase de acción no tiene asignación de proceso por el legislador en razón de su materia, la clase de procedimiento a entablar (verbal u ordinario, las dos únicas clases de declarativos existentes) dependerá de la cuantía de la reclamación y como al caso se supera los 3000 euros, por mor del artículo 249-2.º, el juicio adecuado es el ordinario que ha sido tramitado, por lo que no podemos aceptar la tesis de la parte demandante apelante».



Las especialidades de estos juicios declarativos ordinarios, prácticamente, quedan reducidas a cuestiones tales como la competencia territorial, la consignación para recurrir, o la inversión de la carga de la prueba en materia de lesiones que como excepción a la regla general del artículo 217 LEC 1/2000, establece el artículo 1 de la Ley de Responsabilidad Civil.






	 (1) 

	
El ámbito objetivo aparece delimitado en la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 al aludir a «los procesos civiles, cualquiera que sea la cuantía, relativos a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos a motor». Ahora bien, no es uniforme el criterio de nuestras Audiencias sobre el significado de «con motivo de la circulación de vehículos a motor», distinguiéndose dos tendencias:

1. Interpretación amplia que incluye todos los daños y perjuicios causados en los automóviles o con los automóviles.

2. Interpretación restrictiva: Sólo los daños y perjuicios causados por el reprochable comportamiento de un conductor en el arte o dinámica de la conducción.

Las dudas sobre el ámbito objetivo en el caso concreto pueden llevarnos al planteamiento de las excepciones procesales de falta de jurisdicción y de inadecuación de procedimiento.
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Por ejemplo, el carácter imperativo de las normas de competencia objetiva y territorial, y el control de oficio por el órgano judicial de tales presupuestos, la postulación y su incidencia en las costas, la posibilidad de que el juez recabe de oficio el atestado, la necesidad de depósito para recurrir y la ejecución provisional.

En este sentido, queremos insistir en lo que ya venimos constatando en otros lugares: Es preciso tener clara la distinción entre normas procesales formales y materiales y saber que la remisión que la LO 3/1989 efectuaba a las normas del juicio verbal de la LEC de 1881 no era más que una norma procesal formal o a los solos efectos de procedimiento, que para nada privaba al juicio verbal del automóvil de su propia especialidad. Tampoco podemos olvidar que la situación actual con la LEC 1/2000 es diferente: Dos procesos declarativos ordinarios con especialidades (verbal y ordinario) que conviven con el ejecutivo.
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	ÁLVAREZ DE BENITO: El juicio verbal civil. El nuevo proceso del automóvil, Madrid, 1991, págs. 17 a 20, 27 a 39.
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	 (4) 

	ILLESCAS RUS: «El juicio verbal de tráfico. Algunos aspectos procesales», Boletín de Información del Ministerio de Justicia, de fecha 15.4.1991, número 1596, págs. 2164 y ss.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	PUYOL MONTERO: «El juicio verbal civil del automóvil. Competencia, postulación y facultades judiciales de investigación», Boletín de Información del Ministerio de Justicia, de fecha 25.5.1991, número 1600, pág. 55.
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	SANTOS BRIZ: La responsabilidad civil en los accidentes de circulación, La Ley-Actualidad, Madrid, 1996, págs. 318 y 319.
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	DE LA OLIVA SANTOS: Derecho Procesal Civil IV. Procesos especiales, Madrid, 1995, págs. 140 a 142 y 177 y ss.
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	BARRÓN DE BENITO: Accidentes de circulación: juicio verbal y juicio de faltas, Dykinson, 1993, págs. 14 y 15.
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	TOMÉ PAULE: Lecciones de Procesos Civiles Especiales, Cólex, 1997, pág. 168.
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	GÓMEZ DE LIAÑO: La responsabilidad en el uso de vehículos a motor. Aspectos procesales. Juicio verbal, Forum, 5.ª edición, 1995.
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	MARCHENA GÓMEZ y GÓMEZ CÁCERES: El juicio verbal del automóvil, Las Palmas de Gran Canaria, 1990, 3.ª edición, págs. 53 a 60.
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	CABALLERO GEA: Las responsabilidades penal y civil dimanantes del accidente de circulación, Dykinson, 1996, 5.ª edición, pág. 585.
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	MONTERO AROCA: El juicio verbal de tráfico, Tirant Lo Blanch, Valencia, 1999, págs. 19 y ss.
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	Expediente 121/000147, Boletín Oficial de las Cortes de 7 de septiembre de 1999.
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La Disposición Final 13.ª de la LEC 1/2000 establece lo siguiente:

«Disposición Final Decimotercera. Reforma de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.

La Disposición adicional de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, quedará redactada de la siguiente forma:

"Si el asegurador incurriese en mora en el cumplimiento de la prestación en el seguro de responsabilidad civil para la cobertura de los daños y perjuicios causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación, la indemnización de los daños y perjuicios debidos por el asegurador se regirá por lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro, con las siguientes peculiaridades:

1.º No se impondrán intereses por mora cuando las indemnizaciones fuesen satisfechas o consignadas ante el Juzgado competente en primera instancia para conocer del proceso que se derivase del siniestro, dentro de los tres meses siguientes a su producción. La consignación podrá hacerse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad consignada.

2.º Cuando los daños causados a las personas hubiesen de sufrirse por éstas durante más de tres meses o su exacta valoración no pudiera ser determinada a efectos de la consignación, el tribunal, a la vista de las circunstancias del caso y de los dictámenes e informes que precise, resolverá sobre la suficiencia o ampliación de la cantidad consignada por el asegurador, atendiendo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el anexo de la presente Ley. Contra la resolución judicial que recaiga no cabrá recurso alguno.

3.º Cuando, con posterioridad a una sentencia absolutoria o a otra resolución judicial que ponga fin, provisional o definitivamente, a un proceso penal y en la que se haya acordado que la suma consignada sea devuelta al asegurador o la consignación realizada en otra forma quede sin efecto, se inicie proceso civil en razón de la indemnización debida por el seguro, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 20.4 de la Ley de Contrato de Seguro, salvo que nuevamente se consigne la indemnización dentro de los diez días siguientes a la notificación al asegurado del inicio del proceso".

Ahora es preciso tener en cuenta el artículo 9 del RD Legislativo 8/2004: Si el asegurador incurriese en mora en el cumplimiento de la prestación en el seguro de responsabilidad civil para la cobertura de los daños y perjuicios causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación, la indemnización de daños y perjuicios debidos por el asegurador se regirá por lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de contrato de seguro, con las siguientes peculiaridades:

a. No se impondrán intereses por mora cuando las indemnizaciones fuesen satisfechas o consignadas ante el juzgado competente en primera instancia para conocer del proceso que se derivase el siniestro, dentro de los tres meses siguientes a su producción. La consignación podrá hacerse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier otro medio que, a juicio del tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad consignada.

b. Cuando los daños causados a las personas hubiesen de sufrirse por estas durante más de tres meses o su exacta valoración no pudiera ser determinada a efectos de la consignación, el tribunal, a la vista de las circunstancias del caso y de los dictámenes e informes que precise, resolverá sobre la suficiencia o ampliación de la cantidad consignada por el asegurador, atendiendo a los criterios y dentro de los límites indemnizatorios fijados en el anexo de esta ley. Contra la resolución judicial que recaiga no cabrá recurso alguno.

c. Cuando, con posterioridad a una sentencia absolutoria o a otra resolución judicial que ponga fin, provisional o definitivamente, a un proceso penal y en la que se haya acordado que la suma consignada sea devuelta al asegurador o la consignación realizada en otra forma que quede sin efecto, se inicie proceso civil en razón de la indemnización debida por el seguro, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 20.4 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de contrato de seguro, salvo que nuevamente se consigne la indemnización en los 10 días siguientes a la notificación al asegurado del inicio del proceso.»
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Ámbito objetivo: supuestos 



1.  Planteamiento general y advertencias previas

En el apartado anterior, sobre la naturaleza jurídica del juicio del automóvil, hemos visto los cambios experimentados en nuestra ordenación procesal a consecuencia de la entrada en vigor de la Ley 1/2000. Entre otras cuestiones, recordamos que, sin perjuicio de que existan argumentos discutibles, en la actualidad, la reclamación de daños y perjuicios derivados de hechos circulatorios, se enjuicia civilmente por los cauces del juicio verbal o del ordinario (en función de la cuantía reclamada), siendo éstos procesos declarativos ordinarios con especialidades, y acudiéndose a uno u otro precisamente en función de la cuantía, todo ello conforme a la regulación contenida en la LEC, al entenderse derogada la LO 3/1898. Pero también hemos indicado la existencia de algunos «vacíos» legales.

Ahora bien, a los efectos de analizar el ámbito objetivo de estos procesos declarativos ordinarios con especialidades, la LO 3/1989 o, mejor dicho, su derogación, nos ayuda a comprender, junto con los cambios legislativos operados, qué supuestos pueden ser enjuiciables en estos procesos.

Desde el punto de vista legal, ya con la LO 3/1989 en principio el tema no ofrecía duda. Concretamente la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 establecía que «los procesos civiles, cualquiera que sea su cuantía, relativos a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor, se decidirán en juicio verbal».

En la LEC 1/2000 la ubicación lógica de esta regulación debiera encontrarse en los artículos 249 y 250 de la LEC al delimitar los supuestos enjuiciables por los cauces del juicio ordinario o del juicio verbal. Sin embargo, no encontramos un precepto de contenido similar en esta sede, pero sí en el artículo 52.1.9.º de la LEC 1/2000, aunque a propósito de regular la competencia territorial, cuando prevé que «en los juicios en que se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor será competente el tribunal del lugar en que se causaron los daños».

Se aprecia, pues, una diferencia entre ambos textos legales: Los daños y perjuicios enjuiciables dejan de ser los «ocasionados con motivo de la circulación», y pasan ahora a ser los «derivados» de la circulación de vehículos de motor.

Ahora bien, en el análisis de ese ámbito objetivo pasa por considerar varias cuestiones. De un lado, cuál sea el significado que se le dé (principalmente por nuestra jurisprudencia menor) a la expresión «daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación» (DA 1.ª LO 3/1989) o «daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor» (artículo 52.1.9.º de la LEC); de otro, por la profusión de normas sustantivas que se han ido dictando sobre la materia; y, por último, la incidencia de la Ley 30/1995 y de la LEC 1/2000, y posteriormente la existencia del RDLeg. 8/2004 con su carácter refundidor y no modificador.

Pero, además, hemos de tener presente el concepto de hechos de la circulación que contempla el artículo 3 del Reglamento de Responsabilidad Civil como «los derivados del riesgo creado por la conducción de los vehículos a motor a que se refiere el artículo anterior, tanto por garajes y aparcamientos, como por vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos, así como por vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común».

Expresamente se excluyen de tal concepto, los hechos derivados de los siguientes eventos o actividades:


	
- Celebración de pruebas deportivas con vehículos a motor en circuitos especialmente destinados al efecto o habilitados para dichas pruebas. 

	
- Realización de tareas industriales o agrícolas por vehículos a motor especialmente destinados para ello, sin perjuicio de que se entiendan hechos de la circulación en el caso de la circulación por vías o terrenos públicos o privados aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos, así como por vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común. 

	
- La utilización de vehículos a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. 



En cuanto a esos textos de carácter básicamente sustantivo, podemos citar los siguientes por orden cronológico y sin perjuicio de sus derogaciones/modificaciones:


	
1. Texto Refundido de la Ley 122/1962, de 24 de diciembre, de Uso y Circulación de vehículos de motor, aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo. 

	
2.Decreto 3787/1964, de 19 de noviembre, que aprueba el Reglamento del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil. 

	
3.Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, por el que se adaptó el citado Texto refundido de la Ley de Uso y Circulación, al ordenamiento comunitario. El presente texto, que entró en vigor el día 1 de enero de 1987, modificó el Título I de la Ley 122/1962 de Uso y Circulación de vehículos de motor. 

	
4.Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Seguro de Responsabilidad Civil derivada de Uso y Circulación de Vehículos de Motor, de suscripción obligatoria, al tiempo que impone la obligada cobertura. Este texto, que entró en vigor el día 1 de enero de 1987, derogó el Decreto 3738/1964, de 19 de noviembre, que había aprobado el Reglamento de Seguro Obligatorio. Después, es sustituido por el Real Decreto 7/2001, de 12 de enero (BOE 13 de enero). 



	
5.Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión del Seguro Privado, cuya Disposición Adicional 8.ª cambia la denominación por la de «ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor». Entra en vigor en fecha 10 de noviembre de 1995, y además deroga, entre otros textos legales, el Real Decreto legislativo 1301/1986, de 28 de junio, y también la Disposición Adicional 3.ª de la LO 3/1989.

	
6.Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados, que modificó la Ley 30 /1985 y, en particular, la Disposición Adicional 8.ª y su Anexo o sistema de valoración de daño. 

	
7.Ley Sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor aprobada por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre. Son, pues, fundamentales por su vigencia actual la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor aprobada por Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre (por la que, entre otros textos, se deroga, el Decreto 632/1968 y DA 8.ª L 30/1995) y el Reglamento de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor (RD 7/2001). 

	
8. En cuanto a sucesivos topes o límites cuantitativos del seguro obligatorio podemos citar: 
	
Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre, en vigor al 1 de enero de 1987: 
	
- Daños corporales: 2.000.000 pesetas por víctima. 

	
- Daños materiales: 500.000 pesetas por siniestro, cualquiera que sea el número de víctimas. 





	
Real Decreto 1546/1988, de 23 de diciembre (cuya nulidad sería declarada por Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 3.ª de fecha 5 de febrero de 1992): 
	
- Daños corporales: 8.000.000 pesetas por víctima. 

	
- Daños materiales: 2.200.000 pesetas por siniestro, cualquiera que sea el número de víctimas. 





	
Real Decreto 1313/1992, de 30 de octubre, aplicable desde el 31 de diciembre de 1988: 
	
- Daños corporales: 8.000.000 pesetas por víctima. 

	
- Daños materiales: 2.200.000 pesetas por siniestro, cualquiera que sea el número de víctimas. 





	
Real Decreto 1559/1992, de 18 de diciembre, aplicable a siniestro ocurridos desde el 31 de diciembre de 1992: 
	
- Daños corporales: 16.000.000 de pesetas por víctima. 

	
- Daños materiales: 4.500.000 pesetas por siniestro, cualquiera que sea el número de víctimas. 





	 Disposición Transitoria 10.ª de la Ley sobre Responsabilidad Civil, introducido por la Disposición Adicional 8.ª de la Ley 30/1995: 
	
- En los daños a las personas: 56.000.000 por víctima. 

	
- En los daños a los bienes: 16.000.000 por siniestro. 





	
Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, que aprueba el Reglamento de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor (artículo 12), que fija como límites cuantitativos del seguro de suscripción obligatoria: 
	
- Por daños corporales: 350.000 euros (58.235.100 ptas.) por víctima. 

	
- Por daños en los bienes: 100.000 euros (16.630.600 ptas.) por siniestro, cualquiera que sea el número de vehículos o bienes afectados. 





	
Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, que aprueba el texto refundido de la LRC que se remite al límite fijado reglamentariamente y, por tanto, habrá que estar al RD 7/2001. Y en cuanto a los baremos indemnizatorios de daños corporales: 


	
- Orden de 16 de marzo de 1987 que aprueba el Baremo de indemnización de los daños corporales a cargo del seguro obligatorio. 

	
- Resolución de 1 de junio de 1989, aplicable a siniestros posteriores a 31 de diciembre de 1988. 

	
- Orden de 5 de marzo de 1991. 

	
- Resolución de 10 de febrero de 1992. 

	
- Resolución de 1 de febrero de 1993. 

	
- Resolución de 20 de febrero de 1994. 

	
- Resolución de 17 de enero de 1995. 

	
- Anexo de la Ley 30/1995 que contiene el «sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidente de circulación», en vigor desde el día 10 de noviembre de 1995, y sus progresivas actualizaciones anuales, siendo la última antes del dictado del RDLeg. 8/2004, la operada por Resolución de 9.3.2004 de la Dirección General de Seguros, sobre publicidad de las indemnizaciones por muerte, lesiones permanentes e incapacidad temporal durante el año 2004 Posteriormente, encontramos, de un lado, la Resolución de 7 de febrero de 2005 de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se da publicidad a las cuantías de las indemnizaciones por muerte, lesiones permanentes e incapacidad temporal que resultarán de aplicación durante 2005, del sistema para valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, y de otro, la Resolución de 24 de enero de 2006, de idéntico contenido. 





	 Conforme a la Disposición Transitoria Única del RDLeg. 8/2004 para la valoración de los daños y perjuicios causados en accidentes antes de su entrada en vigor en 6.11.2004, subsisten las cuantías indemnizatorias actualizadas anualmente del sistema contenido en la LRC incorporada por Ley 30/1995. 





	
9. La LO 3/1989 de 21 de junio en cuanto despenalizó determinadas conductas e introdujo ordenación procesal civil en sus Disposiciones Adicionales, así como el hoy derogado Código Penal, y el actual Código Penal vigente aprobado por Ley Orgánica 10/1995.Evidentemente, habrá que estar a la fecha de cada comentario doctrinal para que resulte de aplicación un determinado texto legal, ya sea sobre seguro obligatorio o voluntario, sobre cuantía de seguro obligatorio, sobre indemnización de daños corporales, sobre tipos penales etc. A tal fin resulta útil la reseña legislativa precitada. 





2.  Doctrina y cambios legislativos

En el apartado relativo al marco legal mínimo de la introducción, hemos indicado la profusión de normas y las sucesivas reformas legislativas tanto de textos procesales como de los sustantivos, que han afectado a esta materia. Tales cambios han incidido tanto en a determinación en sí de los hechos enjuiciables, como de los supuestos concretos, de los procesos procedentes, de la pautas para determinar y cuantificar la responsabilidad, y, además, en una materia donde las cuestiones procesales y/o sustantivas guardan una estrecha relación. De hecho, podríamos afirmar que, realmente, los textos legales aplicables son predominantemente sustantivos o procesales, pues muchos de ellos contienen normas de uno y otro tipo.

La tendencia legislativa predominantemente sustantiva ha sido de un lado, otorgar mayor protección a la víctima o perjudicado y, de otro, una progresiva despenalización de conductas con el paralelo incremento de enjuiciamientos civiles.

Respecto de la primera, o sea, la paulatina mayor protección a la víctima, destacamos, por ejemplo, la regulación relativa a la mora del asegurador, así como también la inversión de la carga de la prueba respecto de lesiones. Pero lo cierto es que no siempre las interpretaciones de estas materias han supuesto equiparar o tratar igualitariamente a las partes procesales y, por ende, al perjudicado y a la aseguradora, observándose a veces en el foro resoluciones con interpretaciones que se alejan de la letra y finalidad de la ley, con un cierto plus a favor de la víctima, que en tales supuestos queda especialmente protegida no por preverlo el legislador directamente. Lo comentaremos especialmente en materia de cosa juzgada y de prescripción.

Es una cuestión compleja pues, en ocasiones, por vía de condena, lo que realmente se está consiguiendo es una verdadera sanción a las aseguradoras, que podría entenderse que excede de los límites legalmente fijados y que lleva consigo unos serios perjuicios económicos que a la postre redundan en todos, pero que pasan desapercibidos para muchos a los que, al final, también pueden perjudicar económicamente. Por ejemplo, pocas resoluciones abordan el tema de la mora del asegurador, limitándose a imponerla casi automáticamente sin más consideraciones fácticas y/o jurídicas, incluido el tiempo que se tarda en presentar denuncia (superior al que se fija a la aseguradora para consignar) o para plantear demanda, o incluso el tiempo que, en ocasiones, media desde la presentación de la demanda al dictado de sentencia. Son estos actos ajenos a la voluntad de la aseguradora.

Por su parte, la progresiva despenalización de conductas, se inicia, especialmente, con la LO 3/1989, plasmándose, por tanto, con la entrada en vigor del actual Código Penal y con la paralela vigencia de la Ley 30/1995, sin perjuicio de las posteriores y sucesivas reformas de ambos textos (por ejemplo la del Código Penal por Ley Orgánica 15/2003).

Entre las pretendidas finalidades de la Ley 30/1995 y, concretamente, de sus disposiciones adicionales, encontramos la de crear una regulación uniforme sobre la materia, que fijase pautas o criterios tanto de determinación de la responsabilidad y su posible atenuación, como también de fijación de la indemnización a través del llamado sistema de valoración de daño que en los usus fori se ha venido denominando impropiamente «baremo». Tan sólo se dejaba a la regulación anual la actualización de las cuantías.

No obstante, tales finalidades que, a la postre, habían de redundar en cierta seguridad jurídica, entendemos no se han visto realmente cumplidas y que, entre otras razones, la profusión de vigencias incluso parciales o modificaciones sucesivas de textos ya de cierta antigüedad, hacían preciso acometer reformas totales o incluso refundir textos legales, sobre todo por la influencia de las normas comunitarias. Ciertamente que en ocasiones, ha resultado difícil saber en cada momento los textos legales vigentes o derogados.

Así, entre otras normas podemos citar la Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados, si bien lo esfuerzos legislativos parecen culminar con el dictado de tres reales decretos legislativos en fecha 29 de octubre de 2004, a saber: El primero es el RDLegis 6/2004 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación y supervisión de los seguros privados, derogando la Ley 30/1995 (salvo en los particulares que prevé la disposición derogatoria única); el segundo es el RDLegis 7/2004 por el que se aprueba el texto refundido del Consorcio de Compensación de Seguros; y el último, es el RDLegis 8/2004 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor. Evidentemente, estos textos, tanto por su contenido como por su mera denominación, nos ponen de relieve que se tratan de refundiciones legislativas, es decir, se unifican en un solo texto la regulación parcial y dispersa hasta entonces existente, dejando clara las derogaciones de normas.

En concreto, el RDLegis 8/2004 en su disposición derogatoria única deroga expresamente los siguientes textos:


	
a) El texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor aprobado por Decreto 632/1968. 

	
b) La disposición adicional quinta de la ley 21/1990, de 19 de diciembre, para adaptar el derecho español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad de servicios de seguros diferentes de los de vida, y de actualización de la legislación de seguros privados. 

	
c) La disposición adicional octava de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados. 

	
d) La disposición adicional decimoquinta de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social. 

	
e) La disposición final decimotercera de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

	
f) El artículo 71 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas, y del orden social. 

	
g) El apartado segundo del artículo 11 y el artículo 33 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero. 

	
h) El artículo tercero de la 34/2003 de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados. 

	
i) El artículo 89 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social. 



Por último, recordar que el RDLegis 8/2004 contiene también una cláusula derogatoria general y que entró en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE de 5 de noviembre de 2004.

De ahí que, en suma, para comprender el desarrollo y evolución de esta materia, entendamos interesante distinguir momentos concretos como son antes de la Ley 30/1995 y de la entrada en vigor del vigente Código Penal (pero antes de ser modificado por la Ley Orgánica 15/2003), y con posterioridad a la Ley 30/1995, momentos estos que determinaron también un cierto desarrollo doctrinal y jurisprudencial y, en concreto, por lo que se refiere al ámbito objetivo del enjuiciamiento civil de los hechos viarios, a la determinación de lo que podríamos llamar un ámbito genérico y unos supuestos concretos.

Tales cuestiones las analizamos a continuación.

2.1.  Antes de la Ley 30/1995 y de la entrada en vigor del vigente Código Penal (hasta antes de su reforma por Ley Orgánica 15/2003)

MARCHENA GÓMEZ y GÓMEZ CÁCERES  (1) , teniendo en cuenta que su discurso es anterior a la Ley 30/1995, destacaban como el legislador, al abordar la reforma operada por la LO 3/1989 y despenalizar determinadas conductas, atiende menos a la intensidad del descuido y a la reprochabilidad de la acción omisión, y, por el contrario, parece atender más al resultado ocasionado como factor determinante para acudir a la jurisdicción penal o a la civil. Y en ese sentido distingue la imprudencia temeraria de la simple:


	
a)Imprudencia temeraria: Diferenciaba, a su vez, en función de que el resultado sea de lesiones o de daños. En el primer caso, es decir, cuando se causa un resultado lesivo a las personas y aquél no es constitutivo de delito, sino de falta, se trataba de imprudencia temeraria que no encajaba en la órbita penal y, por ende, sólo reparable mediante el juicio verbal civil. Los límites entre delito y falta los deriva de los artículos 420 y 582.1 del Código Penal hoy derogado. En el segundo caso, es decir, cuando se trataba de daños materiales, su reclamación se formulaba a través del juicio verbal de la DA 1.ª cuando se trata de cuantía inferior a la cobertura del seguro obligatorio, fijada en 2.200.000 por el RD 1546/1988. 

Fuera de estos supuestos, el enjuiciamiento de estas conductas, había de ventilarse ante la jurisdicción penal. 



	
b)Imprudencia simple: Igualmente se distingue en atención al resultado: 
	
- Resultado de lesiones: se decidían en juicio verbal civil los supuestos de imprudencia simple tanto con infracción de reglamentos como sin ella, no constitutivos de delito y sí de falta. 

	
- Resultado de daños: Se decidían por el juicio verbal civil de la DA 1.ª de la LO 3/1989: 

	
- Cuando intervenía infracción de reglamentos y la cuantía era inferior a la del Seguro obligatorio, fijada entonces en 2.200.000 por el RD 1546/1988 (hoy derogado). 

	
- Sin infracción de reglamentos y cualquiera que sea su cuantía. 







Para el autor, cuya obra reproducimos a continuación, desde el momento en que estos supuestos pasaban a tener encaje en la jurisdicción civil, la terminología de imprudencia temeraria o simple, o con o sin infracción de reglamentos, ya sólo tenía un valor referencial, pues tal nomenclatura dejaba paso a la manejada en materia de responsabilidad por el artículo 1902 del Código Civil, por el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 26 de junio, así como a los principios que vienen rigiendo la exigencia de aquélla en el ámbito del proceso civil.

Quien se considerara perjudicado por un accidente de tráfico ha venido teniendo a su alcance diversas posibilidades en lo referente al ejercicio de las acciones judiciales. Si el hecho negligente del que derivaba el evento lesivo o dañoso, tenía encaje típico en alguno de los preceptos penales, el perjudicado podía (y puede) acumular el ejercicio conjunto de la acción penal y la acción civil derivada de ilícito. Ahora bien, en tal caso, la responsabilidad civil cuya declaración se pretendía obtener, constituye una responsabilidad civil ex delicto, con lo que ello representaba a la hora de fijar los principios a que va a ser sometida la contienda. La responsabilidad por el hecho ilícito, se halla sometida, caso de ejercicio conjunto, a los criterios rectores de la jurisdicción criminal. Así se infiere de lo prevenido en el artículo 1902 del Código Civil, según el cual «las obligaciones civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirán por las disposiciones del Código Penal».

Es posible asimismo que el perjudicado por un hecho imprudente relativo a accidente de tráfico constitutivo de infracción penal, se reservara el ejercicio de la acción civil, si bien, la posibilidad de este ejercicio separado conocía una serie de limitaciones. De un lado que mientras se halle pendiente la acción penal, no se puede ejercitar la acción civil con separación hasta que aquella haya sido resuelta en sentencia firme (art. 111 Ley de Enjuiciamiento Criminal). Por otra parte, si la acción penal terminaba por sentencia a firme, declaratoria de que no existió el hecho de que la civil hubiera podido nacer, no puede utilizarse esta acción civil (art. 116 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal).

Si la acción u omisión negligente hubiera sido constitutiva de falta y hubiera transcurrido el plazo de prescripción para el ejercicio de la acción penal (dos meses según el hoy derogado artículo 113.6 del Código Penal), ello traería consigo la extinción de la responsabilidad criminal exigible (artículo 112.6 del Código Penal hoy derogado), mas no afectaría a la acción ejercitable en vía civil, con fundamento en el artículo 1902 del Código Civil y sometida al plazo de prescripción que para esa suerte de responsabilidad dispone el artículo 1968.2 del Código Civil.

Si se acudía a la jurisdicción civil aludiendo una responsabilidad penal exigible en atención a la naturaleza del hecho, se podía paralizar el proceso iniciado, bien por el propio juez civil -en las infracciones penales perseguibles de oficio- que podía remitir el tanto de culpa a la jurisdicción criminal, bien por cualquiera de los interesados que, mediante la oportuna denuncia en la jurisdicción penal, podía revocar el efecto suspensivo prevenido en el artículo 114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Por otro lado, también nos indicaba este autor que existía (y existe en la actualidad) un diferente tratamiento jurídico de la pretensión indemnizatoria, y en relación al seguro obligatorio y a los límites de éste, según que verse sobre daños personales o materiales, con evidentes consecuencias en la actividad probatoria de los sujetos del proceso.

Partía para ello del Texto refundido de la Ley sobre Uso y Circulación de Vehículos de Motor de 21 de marzo de 1968, el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1301/1986 de 28 de junio, el artículo 1 del Real Decreto 2641/1986 de 30 de diciembre (Reglamento de Seguro Obligatorio), en relación con el Real Decreto 1546/1988 de 23 de diciembre sobre límites del seguro obligatorio; así como los artículos 3 del Real Decreto Legislativo 1301/1986 y 12 del Reglamento del seguro obligatorio (Real Decreto 2641/1986) sobre exclusiones de la cobertura por daños materiales:


	
1. Se entienden indemnizables tanto los daños materiales como los corporales (menoscabo de la salud física del perjudicado) causados con motivo de la circulación. 

	
2. Daños corporales: el conductor se exime si prueba que le acusaron únicamente por culpa o negligencia del perjudicado o fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. No considerándose como fuerza mayor los defectos del vehículo, ni la rotura o fallo de algunas de sus piezas o mecanismos. 

	
3. Daños materiales: el conductor responde frente a terceros cuando resulte civilmente responsable según lo establecido en los artículos 1902 y siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código Penal (hoy derogado) y en el Real Decreto Legislativo 1301/1986.Se excluían del ámbito obligatorio, los daños materiales producidos: 


	
a. En los supuestos de por culpa o negligencia del perjudicado o fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. 

	
b. Cuando el conductor se encuentre en estado de embriaguez, o bajo a influencia de drogas, tóxicos o estupefacientes. 

	
c. Cuando por el tomador del seguro o el conductor se hubieran infringido las disposiciones reglamentarias en cuanto a requisitos y número de personas transportadas, peso o medida de la carga, y la infracción haya sido causa determinante del accidente. 

	
d. Con ocasión de ser conducido el vehículo por persona que no esté autorizada expresa o tácitamente, carezca del correspondiente permiso de conducir o incumpla las obligaciones legales de orden técnico relativas al estado de seguridad del vehículo. 







Este diferente trato entiende tiene un reflejo procesal:


	
1. Petición indemnizatoria sobre daños personales: En principio a la parte actora le basta con acreditar la realidad del accidente, la existencia del menoscabo físico y el nexo causal entre los dos extremos anteriores, con independencia de la conclusión culpabilística. La tranquilidad o cómoda posición de la parte actora sólo parece perturbarse con la intervención de la aseguradora que pretendiera acreditar la concurrencia de alguna de las causas legales de exclusión de la obligación de indemnizar: culpa o negligencia del perjudicado o fuerza mayor extraña a la conducción o funcionamiento del vehículo. 



	
2. Petición indemnizatoria sobre daños materiales con cobertura en el seguro obligatorio: Frente al absoluto objetivismo que rige la reparación de los daños personales, los materiales adquieren matiz subjetivista o culpabilista merced a la mención de los artículos 1902 y siguientes del Código Civil, sin perjuicio, a su vez, de las correcciones operadas por vía jurisprudencial, especialmente en orden a la inversión de la carga de la prueba. En estos casos, la actitud del demandado sin duda se torna más activa pues, ante el amplio régimen de exclusiones de cobertura, del resultado de esta reclamación dependerá que la aseguradora pueda ejercitar después la acción de repetición. 





Para BARRÓN DE BENITO  (2)  el verdadero tema de controversia del juicio verbal del automóvil, tanto doctrinal como jurisprudencialmente, era el que atiende a su ámbito objetivo o, lo que es lo mismo, a qué se entienda por daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor. Al respecto el autor destacaba la existencia de tres posiciones o interpretaciones sobre el ámbito objeto del juicio verbal, desde la entrada en vigor de la LO 3/1989, a saber:


	
1. Se limita a las reclamaciones de daños a las cosas. Esta posición fue sustentada inicialmente por algunas resoluciones judiciales, sobre la base de una interpretación literal del preámbulo de la LO 3/1989.

La crítica de BARRÓN se centra en que se obvia el «carácter civil de la DA 1.ª de la LO 3/1989, de 21 de junio, y en su consecuencia, el concepto civil de daño, derivado de las disposiciones del artículo 1902 del Código Civil, y comprensivo tanto de los materiales como de los corporales». 



	
2. Abarca toda la problemática civil del automóvil. Señala que esta postura fue sustentada en las «Conclusiones de la Reunión de Magistrados, Jueces y Secretarios de la Provincia de Ciudad Real celebrada el 3 de julio de 1990», en las que se abogó por entender derogado o suprimido el juicio ejecutivo del automóvil. 

BARRÓN, siguiendo también a otros autores como REGLERO CAMPOS, rechazó esta segunda postura, entre otras por las siguientes razones: 


	
a. La considera no deseada por el legislador y contraria al principio de especialidad normativa. 

	
b. La LO 3/1989 no contenía disposición alguna sobre el juicio ejecutivo del automóvil, y menos aún sobre su derogación. 

	
c. Existen textos legislativos posteriores a la LO 3/1989 de donde resulta la vigencia del citado juicio ejecutivo del automóvil, y así: 
	
- La Disposición Adicional 5.ª de la Ley 21/1990 de 19 de diciembre, para adaptar el Derecho español a la Directiva 88/357/ CEE, sobre libertad de servicios en seguros distintos de los de vida, y actualización de la legislación de seguros privados, que introdujo determinadas modificaciones en los artículos 12, 14 y 16 del texto Refundido de la Ley 122/1962 de 24 de diciembre, sobre Uso Circulación de Vehículos de Motor, que implican la declaración formal de vigencia de juicio ejecutivo regulado en el Título II del expresado Texto Refundido. 

	
- En igual sentido, el artículo 20, párrafo segundo, regla segunda del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, que alude expresamente a la admisibilidad de la «demanda ejecutiva a que se refiere la Ley sobre Uso y Circulación de Vehículos de Motor». 









	
3.Postura ecléctica: pervivencia del juicio ejecutivo y del verbal especial. El juicio verbal especial tenía un carácter residual, y, dejando al margen o excluyendo los supuestos o especialidades del juicio ejecutivo, el juicio verbal se concebía como el obligado trámite para la reclamación en vía declarativa de todas las acciones de reclamación de daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor, y en concreto: 


	
a. Reclamaciones por hechos que no constituyen infracción penal (artículos 1902 y siguientes del Código Civil). 

	
b. Reclamaciones con causa en hechos constitutivo de infracción penal en los casos en que no se ha incoado proceso penal; o bien cuando se incoa procedimiento penal pero recae auto de sobreseimiento o sentencia absolutoria, o recae sentencia condenatoria y el reclamante no ha sido parte en la causa o se hubiera reservado las acciones civiles para su ejercicio posterior. 







DE LA OLIVA SANTOS  (3) , con referencia al Código Penal hoy derogado y a los límites cuantitativos del seguro obligatorio hoy no vigentes, y partiendo de la literalidad de la DA 1.ª de la LO 3/1989, consideraba la necesidad de acudir al juicio verbal especial en los siguientes supuestos que reproducimos de su obra:


	
1. Daños en las cosas producidos por imprudencia temeraria, cuando la cuantía no exceda los límites del seguro obligatorio (2.200.000 pesetas según el Real Decreto 1546/1988 de 23 de diciembre). 

	
2. Daños en las cosas producidos por imprudencia simple, con infracción de reglamentos, si no alcanzan la cuantía máxima del seguro obligatorio. 

	
3. Daños en las cosas por imprudencia simple, sin infracción de reglamentos, en todo caso. 

	
4. Daños en las cosas, producidos por imprudencia temeraria o por imprudencia simple con infracción de reglamentos cuando la cuantía supere los límites del seguro obligatorio, pero no haya mediado denuncia del perjudicado. 

	
5. Daños en las personas producidos por imprudencia de cualquier tipo, cuando el resultado sea el propio de una falta. 

	
6. Daños en las personas producidos por imprudencia simple, cuando el resultado sea el propio de un delito, pero no haya mediado denuncia del perjudicado. También admite la posibilidad de acudir a este juicio verbal en los casos en que se incoa un proceso penal con ejercicio conjunto de acción penal y de la civil, y la causa penal termina sin sentencia condenatoria, pareciendo que el autor admite una cierta facultad de opción entre el juicio verbal y el ejecutivo especial del automóvil. 





2.2.  Con posterioridad a la Ley 30/1995

SANTOS BRIZ  (4) , con alusión a acciones ejercitables en vía penal (aunque al Código Penal hoy derogado) y en vía civil, distingue diferentes hipótesis que podríamos generalizar en los siguientes supuestos reconducibles a la esfera del juicio verbal civil:


	
1. Hecho causante constitutivo de infracción penal, y perjudicado que se reserva la acción civil para ejercitarla separadamente (artículos 108 y 112 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal). 

	
2. Hecho causante constitutivo de infracción penal, sin que medie denuncia del perjudicado, extinguiéndose la acción penal, pero no la civil que aquél podrá ejercitar en proceso civil siempre que no haya prescrito. 



En concreto SANTOS BRIZ alude a una serie de supuestos en los que, si media denuncia del ofendido, y salvo renuncia o reserva de acción civil, de ésta conocerá el juez penal: «En caso de tratarse de hechos delictivos (imprudencia temeraria con daños en las personas o en las cosas), la acción civil ha de ejercitarse juntamente con la penal por el Ministerio Fiscal (art. 108 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), salvo que el particular haya renunciado a ella o se le haya reservado para ejercitarla después de concluido el proceso penal, si a ello hubiere lugar (art. 112 de la misma ley). Si se ejercitase sólo la acción civil en uno de los casos en que el ámbito de los accidentes de circulación se requiere denuncia del perjudicado, el citado art. 112 dice que entonces desde luego quedará extinguida la acción penal.

Hipótesis que caen más de lleno en la esfera de la LO de 21 de junio de 1989 son aquellas en que al requerirse denuncia del perjudicado para que se siga proceso penal, al no mediar aquella denuncia no habrá proceso penal, pero sí civil si lo insta el perjudicado. Estos casos a que se refiere disp. adicional 4.ª se hallan en el artículo 563, p. 2 del CP: casos de daños causados por imprudencia temeraria cuando no excedan de la cuantía del seguro obligatorio por daños materiales (4.500.000 pesetas, según R.D. 1859/1992, de 18 de diciembre) y sin que el perjudicado presente denuncia penal; en el artículo 586 bis CP: daños alas personas por simple imprudencia o negligencia, que de mediar dolo constituiría delito, concurriera o no infracción de reglamentos y previa denuncia del ofendido, y en el art. 600 CP: daños en las cosas por simple imprudencia cuyo importe exceda de 4.500.000 pesetas (cuantía del seguro obligatorio), siempre que medie denuncia del perjudicado».

SANTOS BRIZ aludía además a supuestos que entiende difícilmente podrían encuadrarse en el ámbito objetivo del juicio verbal, dado que el accidente de circulación sería tan sólo una causa mediata o indirecta, dado que la causa petendi vendría a estar integrada por otros hechos o relaciones jurídicas diferentes y, por tanto, habría de seguirse los trámites de juicio declarativo ordinario que correspondiese, pero no los del juicio verbal del automóvil. Entre esos supuestos cita los siguientes:


	
1. Litigios en la esfera del contrato de transporte, por reclamaciones por daños por ejemplo derivados del vuelco del vehículo a consecuencia de negligencia del conductor, causándose daños a las mercancías transportadas. 

	
2. Litigios al amparo de la Ley sobre Tráfico de vehículos de motor de 2 de marzo de 1990, en supuestos de daños que no pueden considerarse ocasionados con motivo de la circulación. 



Así el hecho previsto en el artículo 10.4.º: Causación de incendios en fincas o edificios colindantes a la vía por haber arrojado objetos que puedan dar lugar a la causación de estos incendios. También las acciones derivadas de la obligación de los usuarios de auxiliar a las víctimas, si las hubiera, y a prestar su colaboración para evitar mayores peligros y daños (artículo 5); e incluso el incumplimiento por los usuarios y conductores de las obligaciones que les impone el artículo 9 en orden a comportarse en forma que no entorpezcan indebidamente la circulación, o causaren peligro, perjuicios o molestias innecesarias a las personas, o daños a los bienes.

GÓMEZ DE LIAÑO  (5)  identifica el objeto de este juicio con la «reclamación de daños ocasionados con motivo de la circulación de vehículos a motor, y para ello habrá de atenderse a la conducta que originó el mismo, relacionada directamente con el manejo de dichos vehículos». Por ello entiende excluibles de su ámbito de aplicación determinados supuestos contemplados por jurisprudencia menor que también cita, a saber:


	
1. Cuando el accidente se debe a que la empresa constructora de una carretera no señaliza con la necesaria diligencia una zona, perdiendo el control el conductor de un vehículo y causándose lesiones. Cita la Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz de 27 de julio de 1994. 

	
2. «Daños causados por una excavadora que realiza reparaciones en vía pública, o los sufridos al descargar un camión no estacionado en vía pública (citando al efecto la Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia de 7 de marzo de 1994), ya que el concepto de "circulación de vehículos a motor" se refiere a la actividad de personas y vehículos que transitan que circulan de un lado para otro, por vía o parajes públicos como señala la Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel de 20 de diciembre de 1993». Aunque añade que «esa limitación de que la circulación lo sea por paraje públicos, no es clara, ya que la Ley 30/95 prohíbe la circulación de los vehículos no asegurados por el territorio nacional, sin hacer distinciones, y tan territorio particular es un camino privado, como el público, por lo que el accidente ocurrido en aquél también estaría comprendido». 

	
3. «Cuando los daños se causaron dolosamente utilizando un vehículo a motor, ni cuando se trata de acciones de repetición o subrogatorias que corresponde a los aseguradores según la legislación especial (Sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares, Sección 4.ª, de 6 de abril de 1994)». 



CABALLERO GEA  (6)  destaca la existencia de dos criterios sobre la locución «con ocasión de la circulación de vehículos de motor», y cuyo texto reproducimos a continuación:


«a) Uno restrictivo, que sustenta que el proceso verbal es sólo aplicable a los casos en que el evento o causa eficiente del daño debe atribuirse a la circulación de un vehículo de motor, esto es cuando se trate de un daño causado por el vehículo de motor en movimiento y muy particularmente cuando el hecho circulatorio puede acusarse dentro del ámbito de la legislación reguladora del seguro obligatorio de automóviles.

Las Disposiciones Adicionales de la LO 3/1989, de 21-6, representan una excepción a la norma general contenida en el art. 486 LEC en cuanto amplían el ámbito de la cobertura del juicio verbal a ciertas cuestiones entre partes cuyo interés excede de 80.000 pesetas que constituye el límite normal para esta clase de juicios declarativos. De ahí que como tal excepción -amparada en el propio art. 487 que prevé la posibilidad de que disposiciones especiales que aparten del rígido criterio de las cuantías- ha de ser interpretada restrictivamente, de modo que el juicio verbal únicamente será el adecuado conforme a lo establecido en la Disp. Adic. 1.ª LO 3/1989, cuando concurran las siguientes circunstancias:

1. Que se trate de la reclamación de indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor;

2. Que dicha reclamación venga formulada precisamente por el directamente perjudicado a consecuencia del hecho propio de la circulación, pues sólo así se entienden el conjunto de particularidades que establecen las disposiciones posteriores en relación al necesario depósito para recurrir, ejecución provisional de la sentencia o pago del interés del veinte por cien a cargo de la entidad aseguradora, las cuales no tienen sentido alguno en referencia a cualesquiera otros "perjudicados" indirectos. SAP Murcia, S 4.ª, 15-12-1994, AC 2281.

b) Otro más amplio, que entiende que debe tramitarse por las normas del juicio verbal ordinario, con las especialidades que la Disp. Adic. 1.ª LO 3/1989, contiene, las pretensiones indemnizatorias de daños sufridos, en el contexto de la circulación de un vehículo de motor. SAP Cáceres, S 2.ª, 9-3-1995, RGD 608, pág. 6228.

Abundando sobre el tema -dice el autor- se hace necesario precisar el alcance del ámbito material de aplicación del llamado Juicio Verbal creado por la Disp. Adic. 1.ª de la LO 3/1989, según la cual se decidirán en juicio verbal los procesos civiles, "cualquiera que sea su cuantía relativos a las indemnizaciones de los daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor". Norma sobre la que cabe hacer la siguiente interpretación, en lo que interese a este pleito:

A) El concepto vehículo de motor es un concepto legal. El anexo de la Ley sobre Tráfico, Cir. de Vlos. a Motor y Seguridad Vial, Texto Articulado aprobado por RDL 339/1990, 2-3, define como tal el vehículo provisto de motor para su propulsión, con exclusión de los ciclomotores y los tranvías.

B) Los daños y perjuicios a que se refiere la Ley se extienden tanto a los materiales como a los de carácter físico o moral.

C) "Con motivo de la circulación" no es expresión que exija restringir el ámbito material de proceso a los daños resultantes del movimiento de dos o más vehículos que entre sí colisionen. Puede tratarse de un solo vehículo de motor, que pudiera estar en movimiento o no, y resulta indiferente que intervenga otro elemento que no esté relacionado en principio con la circulación viaria. En cada caso habrá de valorarse si estamos o no ante daños y perjuicios que derivan de la circulación de vehículos de motor. Pero el criterio general a utilizar debe ser el de incluir en el ámbito del precepto todos aquellos resultados dañosos o lesivos que signifiquen la materialización efectiva del riesgo típico del vehículo de motor en tanto que objeto productor de peligro, con independencia de que esté parado o en marcha, o se encuentre al aire libre o guardado, siempre que haya una relación o conexión directa entre el daño ocurrido y el riesgo potencial que es propio del vehículo en cuestión, en tanto que máquina dedicada por el ser humano para el traslado de personas o cosas de un lugar a otro.

D) Por otra parte, sobre la base anterior, las acciones ejercitables en este proceso son las que derivan precisamente de la realizada fáctica antes dicha. Así: la acción de perjudicado contra el responsable del daño, según las normas de la responsabilidad aquiliana; la del perjudicado contra la Aseguradora, en ejercicio de la acción directa autorizada por el art. 76 LCS; la de la Aseguradora contra el responsable del perjuicio, en subrogación de la acción indemnizatoria propia del perjudicado; y en general las acciones que se sustentan y apoyan en la relación jurídica de una responsabilidad extracontractual surgida por la causación del daño o perjuicio indemnizable, independientemente de que la titularidad o pertenencia final del crédito actuado o la de la deuda exigida se determine por otras normas de distinta naturaleza».



3.  El objeto del proceso. Resumen de la cuestión: conclusiones. La incidencia de la LEC 1/2000 y situación actual. Necesidad de un análisis jurisprudencial

La jurisprudencia menor ha venido asumiendo las diferentes posturas sostenidas en nuestra doctrina, y también en la práctica judicial cotidiana consecuencia de los numerosos y habituales procesos sobre esta materia. De ahí que el análisis sobre esta cuestión lo pongamos en relación con el análisis de la jurisprudencia, y que nuestras conclusiones las expongamos después de analizar aquella, ubicándolas en el último epígrafe de este apartado, alterando así, para facilitar la comprensión y lectura, la sistemática que le hubiese sido lógica.

Para entender mejor este tema, vamos a partir de determinar cuál es el ámbito objetivo general de este tipo de juicio, para, posteriormente, analizar las diferentes tendencias que se aprecian y, en último lugar, qué cuestiones o supuestos concretos son o no objeto de reclamación a través de los cauces del juicio verbal u ordinario del automóvil.

A través de los llamados juicios del automóvil se articulan las reclamaciones judiciales por responsabilidad civil extracontractual (artículos 1902 y siguientes y concordantes del Código Civil y artículo 1 de la Ley de Responsabilidad Civil) y en relación al uso y circulación de vehículos a motor, tanto si se refieren a daños materiales como a lesiones (incapacidad temporal, secuelas funcionales y de otro tipo) y de otro tipo de perjuicios (p.e., tiempo de paralización de vehículo comercial).

Así pues, estos procesos permiten el enjuiciamiento de hipótesis, tales como las siguientes:


	
- Pretensiones civiles, cualquiera que sea la clase de daño o perjuicio causado, sin que exista previamente un proceso penal. 

	
- Pretensiones civiles derivadas de un previo proceso penal que termina sin pronunciamiento sobre tales responsabilidades (p.e., caso de ejercicio separado de acciones; de renuncia a la acción penal pero no a la civil, merced básicamente del perdón del ofendido; sobreseimiento del proceso penal por fallecimiento del presunto responsable, por prescripción, por inexistencia de autor conocido, por no tratarse de lesiones punibles según vimos en el lugar correspondiente de la introducción de este estudio, etc.), sin perjuicio de que, en determinados casos, pueda optarse por el juicio ejecutivo. 



Ese ámbito objetivo genérico aparecía legalmente delimitado en la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 al aludir a «los procesos civiles, cualquiera que sea la cuantía, relativos a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos a motor». Ahora bien, el significado e interpretación de la expresión «con motivo de la circulación de vehículos a motor» no era uniforme, distinguiéndose dos tendencias. Una primera, que se configuraba como una interpretación amplia que incluía todos los daños y perjuicios causados en los automóviles o con los automóviles  (7) ; y otra, segunda, de tipo restrictiva, conforme a la cual afectaba sólo a los daños y perjuicios causados por el reprochable comportamiento de un conductor en el arte o dinámica de la conducción.

Estas dos tendencias, que son también acogidas por nuestra jurisprudencia menor, se han visto influenciadas por la LEC 1/2000. Efectivamente, en el texto de la LEC 1/2000, aunque en sede de fuero especial imperativo, y en relación por tanto con la competencia territorial (artículo 52.1.9.º) encontramos un precepto que nos recuerda en gran medida a la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 cuando nos dice:


«1. No se aplicarán los fueros establecidos en los artículos anteriores y se determinará la competencia de acuerdo con lo establecido en el presente artículo en los casos siguientes:

9.º En los juicios en que se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor será competente el tribunal del lugar en que se causaron los daños».



Así pues, ambos preceptos hablan de daños y perjuicios pero, mientras que la Disposición Adicional 1.ª citada aludía a que fueran «ocasionados con motivode la circulación de vehículos a motor», el artículo 52.1.9.º LEC 1/2000 alude a que esos daños y perjuicios sean «derivados de la circulación de vehículos de motor». Es posible entender que el legislador, quizás consciente de la polémica interpretación de la expresión «con motivo de la circulación», haya introducido con esta norma un criterio interpretativo amplio del ámbito objetivo de estos procesos, permitiendo enjuiciar a través de los mismos todas las reclamaciones por todos los daños y perjuicios causados en los automóviles o con los automóviles, porque son derivados de la circulación, y aun cuando no se produzcan o deriven directamente del arte de la conducción.

Esta interpretación resultaría respaldada por elementales criterios o principios de interpretación de las leyes: De un lado, la interpretación literal; y de otro, el principio de temporalidad.

En una la interpretación literal, y según el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, «derivados» nos lleva a «derivar», y este último término a «traer su origen una cosa de otra», lo que, aplicado al ámbito o materia que nos ocupa, permite perfectamente entender incluidos todos los daños y perjuicios que tengan su origen simplemente en la circulación y no en el arte de la conducción.

Por lo que se refiere al principio de temporalidad, no podemos olvidar que ley posterior deroga a la anterior. La LEC 1/2000 tiene igual rango de ley ordinaria que las Disposiciones Adicionales de la LO 3/1989, si bien al ser posterior, ha de predominar en su aplicación.

Reconocemos que la anterior conclusión es más que válida y defendible, si bien nos mostramos partidarios de la interpretación restrictiva del ámbito de los juicios del automóvil, pues aunque puede tener cierta utilidad desde el punto de vista de quien reclama (sobre todo ante la presencia de una aseguradora y la mayor seguridad en la efectiva percepción de una indemnización), desde un punto de vista técnico-procesal (que es el que ningún jurista debe olvidar) hemos de atender a los elementos objetivos identificadores de la acción (petitum y causa petendi), y, en concreto, en relación a la causa petendi y a la teoría de la individualización y sustanciación, lo que, ineludiblemente nos llevaría a negar una interpretación amplia del ámbito objetivo del juicio del automóvil.

Y en consonancia con lo que venimos exponiendo, nos detenemos, pues, en el objeto procesal de estos juicios. Este objeto procesal viene dado por la acción afirmada, la que se identifica por sus sujetos (elemento subjetivo), por el petitum o lo que se pide, es decir, por la indemnización, y por la causa de pedir o fundamento de la petición (elementos objetivos), que podríamos identificar con los hechos y la relación de causalidad entre ellos y las consecuencias jurídicas.

Esa acción puede ser la afirmada por el actor en la demanda o por el demandado por vía reconvencional o demanda reconvencional. En suma, el juicio verbal u ordinario del automóvil puede ser también un proceso con pluralidad de objetos procesales, y en lo que también va a incidir la LEC 1/2000, pluralidad que, en esquema, puede venir dada por a través de alguna de las cuatro siguientes vías: La ampliación de la demanda (o de ejercicio de nuevas acciones por al actor frente al demandado antes de que conteste a la demanda); acumulación de autos o procesos; acumulación de acciones; y la reconvención.

En cuanto a la acumulación de acciones, y sin perjuicio de lo discutible que puede resultar afirmar tajantemente que en casos de acción civil frente al causante de los daños y su aseguradora estaríamos en presencia de un litisconsorcio voluntario o acumulación subjetiva de acciones, de entenderla así la acumulación sería al mismo tiempo objetiva, por lo que esta materia, en principio, tendría menor relevancia en el tema que nos ocupa.

Lo mismo podría pensarse respecto a la ampliación de la demanda, la que quizás operaría en los casos en que en el breve tiempo entre presentación de demanda y señalamiento de juicio, se consolidaran determinadas secuelas no incluidas en la demanda inicial.

No ocurre lo mismo en la acumulación de autos y en la reconvención. Como hipótesis de acumulación de autos, podemos pensar, por ejemplo, en los supuestos de colisión múltiple por alcance en la que los diversos perjudicados o algunos de ellos, interponen separadamente demanda. Es más que evidente la relación entre los procesos instados inicialmente de forma individual, lo que permitiría fundar, con base en los artículos 76 y siguientes de la LEC, una petición de acumulación de autos basada en una prejudicialidad o conexión, conforme a los siguientes requisitos:


	
- Petición de parte (artículo 75). 

	
- Competencia objetiva y, en su caso, territorial del órgano judicial (artículo 77.2 y 3 LEC 1/2000). 

	
- Homogeneidad de procedimientos (igualdad de trámites o que pueda unificarse sin pérdida de derechos procesales -artículo 77.1-). 

	
- Necesidad de que los procesos se encuentren en primera instancia y no haya concluido al juicio, ya ordinario o verbal (artículo 77.4). 

	
- Inexistencia de litispendencia (artículo 78.1). 

	
- Que la pluralidad no hubiese sido posible por acumulación de acciones, ampliación de demanda o reconvención (artículo 78.2 y 3). 



En la actual regulación de la reconvención, han sido decisivas las elaboraciones doctrinales y jurisprudenciales, tratando de evitar actuaciones innecesarias. De esta regulación (artículos 399, 406, 407, 408, 409 y 438 LEC 1/2000) destacamos una serie de extremos relevantes: Forma y contenido, tiempo para articularla, sujetos, competencia, preclusión, efectos y, específicamente, el tratamiento procesal de las excepciones.

En cuanto a la forma y contenido, la reconvención ha de ser expresa y conexa, no admitiéndose ni la implícita ni la inconexa. Esto, en la materia que nos ocupa, y dado el carácter de juicio declarativo ordinario especial o con especialidades de los juicios del automóvil, caracterizados por su objeto, es más que lógico que así fuese (artículos 406 y 438). El demandado por vía reconvencional al contestar a dicha demanda podrá oponerse, entre otros motivos, porque aquella no sea expresa o conexa, lo que resultará especialmente de analizar la no clara separación de hechos y fundamentos de derecho, y el petitum reflejado en el suplico.

Esto significa que la reconvención ha de articularse de forma separada del contenido de la contestación a la demanda, con sus hechos y fundamentos jurídicos y su suplico, y, además, guardando relación con el contenido de la demanda.

El momento procesal oportuno para su articulación en el juicio verbal se prevé siempre que se formule y notifique al actor, al menos, cinco días antes de la comparecencia o acto de juicio. En el juicio ordinario la reconvención ha de plantearse en el escrito de contestación a la demanda (artículo 406.1). Lógicamente al tratarse al fin y al cabo del ejercicio de una acción, aunque por vía reconvencional, se produce una pluralidad de objetos procesales, al tiempo que se hace preciso que el actor inicial que pasa ahora a ser demandado, en aras de una igualdad, proceda a contestar a la demanda reconvencional: En el caso del juicio ordinario lo hará en el plazo de veinte días que a tal fin se le debe conceder (artículo 407.2); y en el caso del juicio verbal, dado que sus actos procesales se han de concentrar en la vista o acto de juicio, es en éste donde de forma oral debe producirse tal contestación.

Desde el punto de vista de los sujetos, la LEC 1/2000 es más detallada que la de la LEC de 1881, si bien todavía podría ser mejorada. Teniendo en cuenta la regulación positiva y las elaboraciones doctrinales, entendemos que habría que distinguir según la posición procesal a que afecta la reconvención. Concretamente, actor por vía reconvencional puede ser cualquiera de los codemandados, con plena libertad e independencia de actuación procesal. Sin embargo, demandado por vía reconvencional, cualquiera de los posibles demandados por la demanda que inicia el proceso, e incluso también los terceros que puedan ser litisconsortes voluntarios o necesarios del actor reconvenido por su relación con el objeto de la demanda reconvencional.

En cualquier caso, el juez ha de tener competencia objetiva por razón de la materia o de la cuantía, debiendo atenderse, en nuestra opinión al criterio de la materia y luego al de la cuantía para saber si ha de desarrollarse el juicio como verbal u ordinario, dado el carácter de juicio declarativo ordinario con especialidades.

También operan en materia de reconvención las reglas sobre la preclusión. El demandado tiene, en su caso, la carga de formular reconvención frente al demandante, de forma que posteriormente no podrá reconvenir en otro proceso si no lo hizo antes (artículos 406.4 y 400).

En cuanto a los efectos o consecuencias, la demanda reconvencional se desarrolla en el mismo procedimiento que la inicial, y se deciden en la misma sentencia (artículo 409).

Y en orden a las excepciones, se prevé un tratamiento específico en sede de contestación a la demanda respecto de la compensación (que en la materia que nos ocupa puede tener un relevante interés si se interpreta el artículo 408 literalmente) y a la nulidad del negocio jurídico (p.e., pensemos en la invocación de la nulidad, o incluso, la inexistencia, del contrato de seguro) en el sentido de que invocada la compensación o la nulidad, se ha de dar el mismo tratamiento que si procedimentalmente se hubiese opuesto reconvención. Ahora bien, en el caso del juicio verbal en general, ¿significa ello que el demandado ha de oponerla con al menos cinco días de antelación al señalamiento para la vista? Sobre este tema volveremos después.

Por último, añadir que las dudas que se puedan suscitar sobre el ámbito objetivo en el caso concreto pueden llevarnos al planteamiento de las excepciones procesales de falta de jurisdicción y de inadecuación de procedimiento.

4.  La jurisprudencia menor

En sentido amplio, podemos decir que la jurisprudencia menor de las Audiencias Provinciales incluye en el ámbito de aplicación de estos juicios (ordinario y verbal de tráfico) las reclamaciones indemnizatorias por daños perjuicios derivado de los actos ilícitos civiles generadores de la obligación extracontractual que regulan los artículos 1902 y ss del Código Civil (por todas, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel de 10 de septiembre de 1992).

Ahora bien, en la determinación de ese ámbito objetivo nuestras Audiencias partían de una interpretación más o menos literal de la DA 1.ª de la LO 3/1989 a fin de clarificar cuál era el significado de la expresión daños y perjuicios «con motivo de la circulación de vehículos de motor», expresión que, a su vez, clarificaban en función del sentido o interpretación que den a conceptos tales como «hecho de la circulación», «accidente de circulación» o vehículo de motor.

En la actualidad, y como antes hemos indicado, la cuestión se nos presenta más clara y simplificada, acogiéndose una concepción más amplia como resulta del contenido del artículo 3 del RD 7/2001 y del tenor del artículo 59.1.9.º de la LEC y del hecho de que se opte por los trámites del ordinario o del verbal en función de la cuantía. Destacamos las resoluciones que a continuación indicamos, y que nos parecen muy expresivas de los cambios legislativos.

Así, resoluciones como, entre otras, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga, Sección 6.ª, de fecha 13 de junio de 1996, parecen resumir la cuestión antes tan polémica a la existencia de dos criterios interpretativos, lo que vendría a coincidir con algunas de las opiniones doctrinales que se habían desarrollado bajo la vigencia de la Lo 3/1989, o sea, antes de la entrada en vigor de la Ley 30/1995 y de la LEC 1/2000. Esos dos criterios se entendían de la siguiente forma:


	
1.º Una concepción amplia que «comprende dentro del concepto a todo daño que se produzca con motivo de la circulación, identificando así "motivo de la circulación" con "accidente de circulación", de suerte que todos los daños ocasionados en los automóviles o con los automóviles son susceptibles de ser integrados en el juicio verbal». 

	
2.ºConcepción restrictiva: «Sólo es aplicable este procedimiento a lo supuestos en los que el accidente se ha provocado por una anomalía en el arte de la conducción automovilística generadora de una culpa penal o meramente civil, o al menos susceptible de poder abrir paso a la responsabilidad objetivizada sancionada legal o jurisprudencialmente o, lo que es igual, que en este procedimiento sólo tendrían cabida los daños ocasionados por un reprochable comportamiento del conductor en el seno de la dinámica circulatoria». Y en el mismo sentido se pronunciaron la Sentencia de la Audiencia Provincial de Jaén, Sección 1.ª, de fecha 29 de abril de 1996, y la Sentencia de la Audiencia Provincial de Castellón de 19 de abril de 1997  (8) . 

Pero la propia Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga antes citada reconoce que «ante estos dos posicionamientos extremos... lo más correcto atendiendo a las circunstancias que concurran en cada caso concreto sea atender a si los daños ocasionados por un hecho de la circulación tiene su origen relevante en el uso del vehículo de motor y que su participación no sea meramente contingente». 





La conclusión es lógica y no se hizo de esperar. La realidad de nuestras Audiencias nos reveló (y nos sigue revelando) cambios de criterios e interpretaciones sobre expresiones y conceptos tales como «con motivo de la circulación», «hecho de la circulación», «accidente de circulación» y «vehículo de o a motor». Ello a su vez va a determinar la inclusión o no de determinados supuestos dentro del ámbito de juicio del automóvil, e incluso que, un mismo caso sea o no incluido en su ámbito según el órgano sentenciador.

Ejemplo de lo que venimos diciendo son, en primer lugar, las sentencias que a continuación traemos a colación sobre el ámbito objetivo en general del juicio verbal civil (bajo la vigencia de la LO 3/1989): «con motivo de la circulación» (Disposición Adicional 1.ª LO 3/89), «hecho de la circulación», «accidente de circulación», «vehículo de o a motor»:


	
1. Sentencias de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 1.ª, de fecha 24 de septiembre de 1992, y de la Audiencia Provincial de Asturias, Sección 1.ª, de 3 de diciembre de 1992. Parecen interpretar la expresión «con motivo de la circulación» contenida en la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989 como la necesidad de que la causa del daño esté en la circulación negligente de un conductor y que en ese daño intervenga un automóvil; «motivo de significa la causa o razón generadora de un hecho: la génesis del evento ha de ser el accidente de tráfico, lo que no ocurre cuando los daños y perjuicios se producen circulando un vehículo pero por hecho ajenos a la propia circulación». 

	
2. Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada, Sección 3.ª, de fecha 14 de abril de 1993: «... La expresión "con motivo de la circulación" hace necesario entender que las reclamaciones que deben seguirse por este procedimiento, sean aquellas en que la indemnización solicitada tenga como causa directa la responsabilidad extracontractual nacida de la circulación, y así se establece en el propio preámbulo de la Ley, que determina como motivo del nacimiento de este juicio verbal, la "limitada despenalización de la imprudencia con resultado de daños", es decir, la indemnización procedente de la imprudencia civil, y así lo entiende entre otras, la Sentencia del T.C. de 28 de mayo de 1992, al determinar que la finalidad de este procedimiento es conocer de los daños y perjuicios ocasionados por vehículos de motor...» . 

	
3. Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 4.ª, de fecha 28 de septiembre de 1993. La resolución parte de la caracterización general de accidente de circulación por «la existencia de un vial destinado al tráfico, un vehículo de motor en movimiento y una víctima o perjudicado al producirse un resultado de lesiones o daños». Por ello considera la sentencia que la locución «con ocasión de» incardina dentro del ámbito del juicio verbal todas aquellas pretensiones resarcitorias de datos y perjuicios ocasionados en el orden compositivo o desarrollo de la circulación de automóviles o, lo que es igual, con motivo de la misma, lo que comporta la mínima exigencia de una vinculación de aquel resultado dañoso con una acción de tráfico en sentido amplio. 

	
4. Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia, de fecha 7 de marzo de 1994: Considera que «no todo daño o lesión causado por o en un vehículo de motor puede ser resarcido acudiendo a este procedimiento, sino solamente cuando el daño o lesión sean causados con motivo de la circulación, es decir, que se deriven del tráfico o circulación de vehículos de motor». 

	
5. Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 4.ª, de fecha 28 de septiembre de 1993: «La redacción no sólo del Preámbulo de la Ley, que alude a "las eventuales reclamaciones que pudieren presentarse en el orden civil por daños causados con ocasión de la circulación de vehículos de motor", sino también de la propia Disposición Adicional 1.ª, a cuyo tenor "los procesos civiles, cualquiera que sea su cuantía, relativos a la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor, se decidirán en juicio verbal", son argumentos que abonan, dentro de la especialidad a que se contrae la norma (quedarían fuera de sus prescripciones todas las pretensiones de daños y perjuicios derivados de cualquier actividad humana extraña al campo de la circulación de automóviles), una exégesis valorativa extensiva y un amplio radio de aplicación del procedimiento. Desde luego, no hay razón legal alguna que límite la aplicación de tal cauce procesal, como entiende la sentencia de instancia, a la exigencia de responsabilidad emanada del art. 1 de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor, restringiéndolo al supuesto de la materialidad de utilización y conducción del vehículo y tampoco, es posible acudir a la cláusula restrictiva de exclusión, por la intervención de una conducta ajena o exógena, siendo indiferente que el resultado lesivo acontezca como consecuencia directa de la circulación de éste, como que los daños del mismo provengan de la incidencia en su marcha de agentes ajenos, por cuanto en ambos casos nos hallamos ante lo que, en términos de generalidad, se conoce como accidente de circulación, caracterizado por la existencia de un vial destinado al tráfico, un vehículo de motor en movimiento y una víctima o perjudicado al producirse un resultado de lesiones o daños. En definitiva la locución "con ocasión de" que emplea así el Preámbulo como la misma Ley, permiten incardinar en el ámbito material del procedimiento, todas aquellas pretensiones resarcitorias de daños y perjuicios ocasionado en el orden compositivo o desarrollo de la circulación del automóviles o, lo que es igual, con motivo de la misma, lo que comporta la mínima exigencia de una vinculación de aquel resultado dañoso con una acción de tráfico en sentido amplio, de suerte que hallándonos en caso presente, ante una reclamación indemnizatoria de daños materiales y personales, producidos al marchar un ciclomotor por una vía pública, siendo interrumpida su trayectoria por la irrupción súbita e inopinada en la calzada de un contenedor de basuras, que arrastrado por un fuerte viento, impacta y provoca la caída del vehículo y de su conductor, es de aplicación el cauce procesal elegido por el actor, al acaecer los daños en el contexto o con ocasión de la circulación de un vehículo de motor». 

	
6. Sentencia de la Audiencia Provincial de León de fecha 26 de marzo de 1993: Entiende que el juicio verbal civil es el procedimiento aplicable a toda reclamación por daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor, al margen de la intervención activa o pasiva del automóvil en el accidente. 

	
7. Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, Sección 1.ª, de fecha 20 de abril de 1994, conforme a la cual: «No hay nada en la literalidad de la Disposición Adicional Primera, apartado 1, de la Ley Orgánica 3/1989 que haga pensar que el juicio verbal allí previsto no es procedente cuando el vehículo causante de los daños se encuentre no circulando por una vía pública en tránsito rodado sino realizando, en razón de sus propias características, trabajos de excavación y desescombro». 

	
8. La Sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares, Sección 3.ª, de fecha 23 de diciembre de 1993, parte del análisis doctrina de la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989, estableciendo a efecto lo siguiente: 
	
- Quedan fuera de sus prescripciones las demandas por daños y perjuicios provinientes de cualquier actividad humana -mediante culpa civil o penal- ajena al ámbito de la circulación automovilística. 

	
- El tema decidendi ha de girar en torno a la determinación de las indemnizaciones correspondientes tanto a daños personales como materiales. 

	
- Tanto puede referirse la reclamación a las indemnizaciones cualitativa y cuantitativamente comprendidas en el seno del seguro de responsabilidad civil de suscripción obligatoria, como a aquellas otras que, rebasándolas, quedan dentro de la general cobertura prestada por el seguro voluntario de responsabilidad civil. 

	
- En particular cabe precisar como acciones encauzadas por el trámite del juicio verbal: a) las derivadas de hechos no constitutivos de delito o falta, en ejercicio de acción por culpa aquiliana del artículo 1902 del Código Civil, b) las que, teniendo su base en un ilícito penal, el proceso de tal índole no se haya incoado por cualquier causa, entre ellas por falta de previa denuncia del perjudicado, cuando la misma se ofrezca como requisito necesario de perseguibilidad, c) los supuestos en que el procedimiento penal hubiera terminado por sentencia absolutoria por causa distinta de la inexistencia del hecho, d) acción civil ejercitada tras la declaración. 





	
9. Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo de fecha 14 de julio de 1994: «Con motivo de la circulación de vehículos de motor, implica una extensión del ámbito material del procedimiento tanto a los supuestos en que la conducción de un automóvil haya tenido una influencia activa en la causación del daño indemnizable como a aquellos en que haya soportado o sufrido pasivamente las consecuencias de la acción de un tercero, y no hay duda que la acción en que se materializa la imprudencia de "F." afecta al tráfico rodado en cuanto supone la colocación de un obstáculo al tránsito en una vía pública. La simple circunstancia de que el Juez de Instancia, a tenor de las pruebas practicadas, apreciara la exclusión de la responsabilidad del conductor, no determina, por las razones ya expuestas, la inadecuación del procedimiento». 

	
10. Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante, Sección 5.ª, de fecha 29 de marzo de 1995:«En cuanto a qué debe entenderse por: "con motivo de la circulación", todos los daños ocasionados en los automóviles o con los automóviles son susceptibles de integrar el objeto de este proceso, de suerte que el procedimiento que nos ocupa es aplicable a los supuestos en que el accidente se ha provocado por "una anomalía reprochable en el arte de la conducción generadora de una culpa penal o meramente civil, o al menos susceptible de poder abrir paso a la responsabilidad objetiva, sancionada legal o jurisprudencialmente". Por tanto, el acudir al proceso civil del automóvil exige, como única condición, que exista una obligada conexión entre el hecho productor de los perjuicios y el hecho del uso y circulación de vehículos de motor; y en consecuencia, todos los daños ocasionados por un hecho de la circulación pueden ser canalizados por el proceso verbal civil del automóvil, si aquéllos tiene su origen relevante en el uso del vehículo de motor y la participación de éste no es meramente contingente». 

	
11. La Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel de fecha 20 de diciembre de 1993, contiene una explicación del concepto «circulación»: «... circulación significa tránsito por las vías públicas; "tránsito", actividad de personas y vehículos que pasan por una calle, carretera, etc.; "vehículo", medio de transporte de personas o cosas; y "transportar", llevar cosas o personas de un lugar a otro» (DRAE, 21.ª edición, 1992). 

	
12.Auto de la Audiencia Provincial de León, de fecha 16 de octubre de 1995, que incluye en el ámbito de aplicación a «todo daño que tenga relación con el desplazamiento por vías públicas». 

	
13. La Sentencia de la Audiencia Provincial de Cuenca de fecha 14 de febrero de 1996 alude a «causa o razón en un hecho dimanante de la circulación». 

	
14. Sentencia de la Audiencia Provincial de Álava, de fecha 20 de febrero de 1996: «Para determinar la existencia de un hecho de la circulación, ésta ha de ser la circunstancia genérica, esto es, el marco referencial del accidente o la producción del resultado». 

	
15. En cuanto al concepto de vehículo, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante, Sección 5.ª, de fecha 29 de marzo de 1995 establece: «Por vehículo de motor debe entenderse cualquier artefacto movido por un motor autónomo, independientemente de la energía que genera el movimiento, y deben incluirse en el concepto de vehículos, los ciclomotores, vehículos terrestres, automóviles accionados por una fuerza mecánica incluidos los remolques, a excepción de los ferrocarriles y tranvías y todos los artefactos movidos por tracción humana o animal, o todos los que aun siendo tales su fuerza motriz no procede de un motor». 



Pero lo que venimos exponiendo hasta el momento hay que ponerlo en relación a su vez, con supuestos concretos que se incluyen o excluyen por la jurisprudencia menor del ámbito objetivo del juicio verbal civil, es decir, que la realidad demuestra una vez más que hay que descender al caso concreto.

Con el actual panorama legislativo (RD 7/2001 y LEC), la cuestión se nos presenta, al menos en teoría, más clara y simplificada, si bien desde el punto de vista de la realidad cotidiana, observamos un análisis y discusión casuísticos. Por ello, nuevamente traemos a colación las posturas jurisprudenciales algo encontradas, ya desde la vigencia de la LO 3/1989. Para comprobar este extremo, primeramente mencionamos los supuestos que expresamente la jurisprudencia menor incluye en el ámbito del juicio verbal (actualmente del ordinario o verbal), y posteriormente, los excluidos. Basta leerlos para comprobar que, ante un mismo supuesto, unas sentencias lo incluyen y otras lo excluyen.

Es preciso no olvidar, pues, la fecha del supuesto (en función de la legislación que le era aplicable) de la concreta sentencia que leamos, así como que algunas de las hipótesis antes analizadas en la jurisdicción civil y sólo por los cauces del juicio verbal, ahora con la LEC son enjuiciables como ordinario o verbal y que tras la reforma operada por Ley Orgánica 19/2003, van a ser susceptibles de enjuiciamiento ante la jurisdicción contencioso-administrativa (p.e., en materia de responsabilidad patrimonial, todo lo cual nos va a llevar a tener presentes las excepciones de falta de jurisdicción o, en su caso, de inadecuación de procedimiento.

Empezamos, pues, por los supuestos que la jurisprudencia menor incluye expresamente en el ámbito del juicio verbal del automóvil de la LO 3/1989 (actualmente, juicio verbal u ordinario):


	
1.Animales: irrupciones en la calzada o atropello: 
	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Burgos, Sección 2.ª, de fecha 13 de mayo de 1993: Daños por colisión entre ciclomotor y caballo, pues a efectos del tráfico el ciclomotor es un vehículo, y el carácter privado o no del camino en que se produce el accidente no lo impide al constar que es usado por una colectividad indeterminada de usuarios. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de León, Sección 1.ª, de fecha 18 de junio de 1993: Daños causados en un automóvil por atropello de una yegua. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Lugo, de fecha 15 de octubre de 1993: Atropello de vacas que circulaban por la carretera. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Cantabria, Sección 3.ª, de fecha 6 de noviembre de 1995: Incluye el supuesto de colisión de vehículo con yeguas que irrumpen en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 8.ª, de fecha 16 de febrero de 1996: Accidente ocasionado por invasión de la calzada de varias ovejas. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Soria, de fecha 1 de abril de 1996: Accidente provocado por irrupción de jabalí en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Soria de 29 de enero de 1996: Irrupción de piezas de caza en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga, Sección 6.ª, de fecha 26 de julio de 1996: Animal suelto en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, Sección 1.ª, de fecha 24 de julio de 1996: Daños producidos por jabalí procedente de coto de caza. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares, Sección 5.ª, de fecha 1 de marzo de 1996: Irrupción de animales en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de León, de fecha 18 de junio de 1993: Daños causados en automóvil por atropello de yegua suelta en la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, de fecha 29 de abril de 1996 y Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra (Sección 3.ª), de fecha 11 de marzo de 1997: De la sociedad concesionaria de la construcción y explotación de una autopista, por los daños derivados de la deficiente conservación de la vía: Irrupción de un perro en la calzada. Extensión del procedimiento de juicio verbal civil a los supuestos de alteración de las condiciones de la circulación. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Navarra, Sección 3.ª, de fecha 1 de septiembre de 2001: Enjuicia como hecho viario la irrupción en la calzada de una yegua y los consiguientes daños personales y materiales. Resulta, además, interesante por el análisis de la legitimación pasiva en relación a la posesión o tenencia y la propiedad. En el mismo sentido, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga, Sección 4.ª, de fecha 20 de marzo de 2000. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla, Sección 6.ª, de fecha 16 de marzo de 1998, en la que se enjuicia como hecho circulatorio al amparo del juicio verbal de la LO 3/1989 la muerte del acompañante del jinete que paseaban por la vía de noche, sin iluminación alguna, y el vehículo que circulaba en sentido contrario adelantando. Sin embargo, en cuanto al fondo se alude al artículo 1905 del Código Civil respecto de la responsabilidad del jinete, calificándose de responsabilidad objetiva por la mera tenencia del animal, y no de responsabilidad por riesgo como entienden otras sentencias. En análogo sentido, la sentencia de la esta misma Audiencia Provincial de Sevilla, Sección 5.ª, de fecha 10 de octubre de 1997. 



	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel, de fecha 21 de julio de 2003, que enjuicia como hecho circulatorio los daños derivados de la colisión de vehículo sin debidas precauciones al tipo de vía y del ganado vacuno que travesaba de noche la vía. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 4.ª, de fecha 20 de junio de 2002, que decide como hecho circulatorio las demandas planteadas por daños en turismo y por muerte de dos vacas, al atravesar un rebaño de vacas una calzada sin las debidas precauciones, al igual que el conductor del turismo advertido por la señalización existente de la posibilidad de que ganado cruzara la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Albacete, Sección 2.ª, de fecha 15 de marzo de 2002, que pone fin a la controversia suscitada cuando a consecuencia de colisionar un turismo contra un rebaño de ovejas y quedar varias muertas, un segundo turismo se accidenta con las ovejas muertas y tendidas sobre la calzada, considerando la Sala que la responsabilidad es del propietario de los animales que no los retira a tiempo creando un obstáculo a la circulación sobre la vía, conforme a la legislación viaria. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 12.ª, de fecha 7 de marzo de 2000, que no considera hecho viario enjuiciable como juicio verbal de la LO 3/1989, la irrupción en la calzada de un perro: La causa originadora del accidentes era la sorpresiva irrupción de un animal en la calzada. La Sala entiende que tal accidente es un hecho derivado de la circulación al tratarse de un ciclomotor que circulaba por una vía de dominio público y alcanzarlo un perro que le hace caer al suelo, ya que hay vínculo entre el hecho de la circulación y el daño producido. Se acredita que el perro causante de los daños es de propiedad del demandado y responsable, por lo que se concede a los demandantes una indemnización por los daños y perjuicios sufridos. 





	
2.Señalización viaria, obras, obstáculos: 
	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz, de fecha 27 de julio de 1994; Sentencia de la Audiencia Provincial de Álava, de fecha 5 de mayo de 1995: Daños al salirse el automóvil de la calzada debido a la defectuosa señalización de obras. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de León, de fecha 30 de junio de 1994: Daños sufridos al colisionar contra materiales y restos de obra. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 3.ª, de fecha 2 de septiembre de 1996: Defectuosa señalización de derrumbamiento de la calzada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 4.ª, de fecha 1 de junio de 1996: Daños a vehículos derivados de culpa extracontractual al caer vallas delimitadoras del sentido de la circulación. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 1.ª, de fecha 15 de mayo de 1996: Daños en turismo por accidente provocado por boca de alcantarillado descubierta. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, de fecha 14 de julio de 1994: Alcance por un camión de los cables de un tendido eléctrico situado a altura no reglamentaria, con arrastre de fachada y arranque de tendido telefónico. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, de fecha 20 de abril de 1994: Daños sufridos por un vehículo a consecuencia del desprendimiento de piedras, provocado por una máquina excavadora. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de León, de fecha 26 de marzo de 1993: Daños por caída del tronco de un árbol al ser descargado de un camión, aunque considera inaplicable el interés del 20% de la LO 3/1989 al no derivarse la obligación indemnizatoria del seguro de responsabilidad civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, de fecha 7 de abril de 1994: Daños sufridos por un vehículo al introducirse en la balsa de agua provocada por la rotura de una tubería de agua. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 4.ª, de fecha 28 de septiembre de 1993: Daños y lesiones sufridas por el conductor de un ciclomotor que circulaba por una calle o vía urbana, al desplazarse un contenedor de basura desde la acera al interior o centro de la calzada e impactar al vehículo. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra (Sección 3.ª), de fecha 11 de marzo de 1997: De la sociedad concesionaria de la construcción y explotación de una autopista, por los daños derivados de la deficiente conservación de la vía: Irrupción de un perro en la calzada. Extensión del procedimiento de juicio verbal civil a los supuestos de alteración de las condiciones de la circulación. 





	
3.Ejercicio de acción por vía de subrogación de la aseguradora y en virtud de lo abonado a su propio asegurado o perjudicado / Acción de repetición por la aseguradora frente al causante de los daños:  Las siguientes Sentencias de las Audiencias Provinciales de Alicante, de fechas 11 de noviembre de 1993 y 15 de junio de 1994; de León, de fecha 18 de febrero de 1994; de Cuenca, de fecha 19 de abril de 1994; de Lugo, de fecha 8 de junio de 1995; de Valencia, de fecha 11 de diciembre de 1995; de Toledo, de fecha 7 de marzo de 1996; de La Coruña, de fecha 15 de julio de 1996; de Pontevedra, de fecha 23 de julio de 1996. 

	
4.Grúa: 	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Soria, de fecha 11 de julio de 1996: Grúa causante de los daños a vehículo estacionado, siendo origen de los daños el comportamiento de un conductor que al manejar una grúa, para la que necesitaba habilitación especial, lo hizo de forma torpe y descuidada causando los mismos a un vehículo concebido para circular, aunque ocasionalmente estaba estacionado. 




	
5.Otros supuestos: 
	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo, Sección 2.ª, de fecha 10 de julio de 1996: Reclamación por accidente de circulación causante de lesiones a viajero de autobús. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Cádiz (Sección 3.ª), de fecha 20 de febrero de 1997: La expresión «con motivo de la circulación»: comprende los daños causados en el vehículo por obstáculos en la vía pública y no sólo los derivados de una conducción inadecuada. 

	
- Sentencia de la Audiencia Provincial de León, Sección 2.ª, de fecha 5 de febrero de 1999, por la que se enjuicia como hecho circulatorio, por interpretar ampliamente la Disposición Adicional 1.ª de la LO 3/1989, los daños derivados de la muerte de dos vacas en dos puntos de amarre de las mismas de una explotación cuando un camión descargaba paja para los animales. 
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